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CONSTITUCIÓN 
DEL BICENTENARIO (CHILE). 
REFORMA CONSTITUCIONAL 

Y OPERACIÓN CONSTITUYENTE**

POR

FRANCISCO ZÚÑIGA URBINA

Profesor de Derecho Constitucional y Director del Programa 
Legislativo de la Fundación Chile 21

1. INTRODUCCIÓN

En esta exposición abordaremos dos temas, a saber: contextualiza-
ción (presente) de la Constitución Política vigente y la enunciación de
las bases de una Constitución democrática y moderna (futuro).

La contextualización o visión de presente de la Constitución vigente,
exige abordar el tema de la reforma constitucional a la Constitución Po-
lítica de la República de 19801. Para ello es menester recoger prelimi-
narmente un sinóptico comentario de la reforma, comentario que ad-
mite dos órdenes de reflexiones: la primera en el marco de una

** Colaboración a Seminario del Instituto de la Mujer, «Pacto Ciudadano para la
Constitución que Queremos», 14 de diciembre de 2005.Trabajo inédito elaborado
para el Seminario referido y cuya publicación es autorizada por la Fundación Insti-
tuto de la Mujer.

1 Sobre la reforma constitucional promulgada mediante ley N.o20.050, consultar
de FRANCISCO ZÚÑIGA U. (Coordinador): «Reforma Constitucional 2005», Edit. Lexis Ne-
xis, Santiago de Chile, 2005, y de VV.AA.: «Reformas Constitucionales», Edita Centro
de Estudios Constitucionales, 2005.
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aproximación o mirada de presente que concierne a la reforma pro-
mulgada mediante ley N.o 20.050, la que en cuanto «reformas políticas»
tiene por finalidad esencial remover los «enclaves autoritarios» here-
dados del régimen anterior, y que de algún modo, llega 15 años tarde;
y la segunda en el marco de una aproximación o mirada de futuro, con-
cierne a pensar prospectivamente en reformas de «segunda genera-
ción», desde un constitucionalismo democrático y social, para enfrentar
la construcción de la República democrática, del Estado social y de-
mocrático de Derecho y de una sociedad civil más plural.

En el marco de una aproximación o mirada de presente esta refor-
ma constitucional aborda la enmienda de la Constitución en los as-
pectos que enunciamos sumariamente, a saber:

1. Estado Unitario. Se fortalece la regionalización del país y el de-
sarrollo equitativo y solidario entre regiones, provincias y co-
munas (art. 3).

2. Probidad y Transparencia. Consagración del principio de probi-
dad en la función pública, y de publicidad de los actos del poder
(art. 8 nuevo).

3. Nacionalidad y Ciudadanía. Reforzamiento del sistema de na-
cionalidad (protección del ius sanguinis) y de la ciudadanía (art.
10,11,14 y 17).

4. Derechos y Garantías Constitucionales. Reformulación del prin-
cipio de legalidad del tribunal o de juez natural (art 19 N.o 3), re-
adecuación de la libertad personal y seguridad individual, en es-
pecial, libertad y garantías del proceso penal (art. 19 N.o 7),
tuición ética de los colegios profesionales y de las profesiones
(art. 19 N.o 16) y corrección al recurso de protección ambiental
(inciso 2.o del art 20).

5. Estatuto del Presidente de la República. Modificación de requi-
sitos de elegibilidad (art 25), elección política presidencial-par-
lamentaria simultánea (art 26) y nuevas reglas de subrogación y
reemplazo de presidente electo y presidente en ejercicio (art.28
y 29), nueva elección (art. 26), nuevos deberes y atribuciones
(art 24 y 32 N.o 2), y estatuto de ministros de Estado (art. 37).

6. Estados de Excepción Constitucional. Cambios sustantivos y
en clave garantista que permiten hablar de un nuevo Derecho
de Excepción, en particular atañe a los órganos intervinientes
en declaración de estados de excepción, plazos, zonas, dere-
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chos restringidos o suspendidos tasados, controles políticos y
judiciales más plenos, entre otros aspectos (arts.39-45).

7. Congreso Nacional. Composición del Senado, el cual pasa a
ser un órgano de representación de elección íntegra de la ciu-
dadanía (art 49), vacancias y reemplazos (art 51), fortalecimien-
to del control político del Gobierno y la Administración por la
Cámara de Diputados vía acuerdos, interpelaciones y comisio-
nes investigadoras (art 52), aprobación de tratados por el Con-
greso y sus nuevas prerrogativas (art 54 N.o 1), supresión del
distingo de legislaturas ordinaria y extraordinaria (art 55), esta-
tuto del parlamentario y nuevas prohibiciones (art 57, 58, 60 y
61) racionalización de la delegación legislativa (art 64) y proce-
dimiento legislativo (art. 75).

8. Tribunal Constitucional. Nueva integración que asegura la in-
gerencia de los «poderes públicos» tradicionales con un esta-
tuto personal más exigente (art 92), ampliación de su compe-
tencia confiriendo a éste órgano el monopolio del contencioso
constitucional (art 93) y racionalización de sus sentencias (art
94).

9. Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública. Supresión de
la finalidad política de las FF.AA. y Carabineros de guarda del
orden institucional (art 101), cambio en dependencias de las
FF.AA. (Ministerio de Defensa) y de Fuerzas de Orden (Ministe-
rio de la Seguridad Pública) y mando político estratégico del
Presidente de la República reforzado por la facultad de disponer
el retiro de comandantes en jefe (art 104).

10. Consejo de Seguridad Nacional. Racionalización como exclusi-
vo órgano asesor de Presidente de la República, perdiendo sus
atribuciones decisorias (art. 106 y 107), excepto la relativa a
calificación en caso de guerra para efectos financieros del Ban-
co Central (art. 109).

11. Reforma de la Constitución. Racionalización del procedimiento
de reforma admitiéndose la vigencia de las reglas del iter legis
o procedimiento legislativo y supresión del trámite (inútil y ri-
tual) de Congreso Pleno (art 127 y 128).

En suma un total de más de medio centenar de reformas a la Cons-
titución, probablemente ésta, la número 17 desde 1989, la más ambi-
ciosa en el plano político o «estatuto del poder» y que retoma parte de
lo pendiente en los «acuerdos» escritos consignados en el Acuerdo
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Nacional y en informe de la Comisión Técnica RN-Concertación, y tam-
bién en los acuerdos no escritos de la transición2. La amplitud de la re-
forma y su orientación: la remoción de los «enclaves autoritarios» alo-
jados en el «estatuto del poder», que cierran en lo formal la transición,
han llevado, con un cierto exceso, a plantear que la Constitución vi-
gente es una «nueva» Constitución, a lo que se agrega la discusión bi-
zantina acerca de si su data es 1980 o 2005.

Finalmente resta agregar que la reforma constitucional de 2005,
por su contenido y amplitud acerca del «estatuto del poder» (parte or-
gánica), tiene ese carácter de «pacto político» análogo a la reforma de
19893. Desde este punto de vista no hay duda que la Constitución de
1980, otorgada y autoritaria en su origen, ha ganado legitimidad de-
mocrática parcial, sin que ello permita hablar de una «nueva» Consti-
tución4. En efecto, la Constitución conserva un problema de legitimidad
de origen, pero además, su parte dogmática o catálogo de derechos,
deberes y garantías, así como valores y principios que consagra con-
serva en gran medida su contenido primitivo e inspiración neoliberal e
iusnaturalista.

2. REFORMA CONSTITUCIONAL EN LA TEORÍA-PRAXIS 
DEL CONSTITUCIONALISMO DEMOCRÁTICO Y SOCIAL

La reforma constitucional que comentamos se caracteriza por aqui-
latar un consenso necesario a la luz de los altos quórums para aprobar
este tipo de proyectos, y que por lo tanto, parece bastante mezquina
comparada con el tradicional discurso constitucional de la Concertación
de Partidos por la Democracia, gestado a partir del aporte del Grupo de
Estudios Constitucionales (Grupo de los 24) y del Acuerdo Nacional5. En
efecto, es mezquina la reforma, aunque necesaria, ya que concierne en
lo grueso al «estatuto del poder», se limita a restablecer la República

2 Sobre la reforma constitucional de 1989 promulgada mediante ley N.o18.825 el
libro de FRANCISCO GEISSE Y JOSÉ A. RAMÍREZ A.: «La reforma constitucional» Edita CE-
SOC, Santiago, 1989.

3 Sobre los contenidos basales de la Constitución: «estatuto del poder» y catá-
logo de derechos consultar a GEORGES BURDEAU: «Derecho Constitucional e Institu-
ciones Políticas» (Trad. R. Falcón Tello) Edit. Nacional, Madrid, 1981, pp. 89-90.

4 BIDART CAMPOS, GERMÁN J. y CARNOTA WALTER F: «Derecho Constitucional Com-
parado» Ediar, 2.o Vol., Buenos Aires, 1.a reimpresión, 2001 vol I.

5 CHAPARRO, Patricio (editor) «Las Propuestas Democráticas del Grupo de los
24» Grupo de Estudios Constitucionales, Santiago, 1992.
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democrática y el Estado de Derecho, caras para nuestra tradición insti-
tucional e historia constitucional.

En razón de ello durante la tramitación parlamentaria del proyecto
de reforma constitucional se han planteado en el Senado y durante el
segundo trimestre del año 2005 formalmente en la Cámara de Dipu-
tados, un conjunto de indicaciones que reflejan ideas fuerza de un
constitucionalismo democrático y social que aborda los temas si-
guientes:

1. Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas, su len-
gua, tradiciones y costumbres. Este reconocimiento no llegó a
prosperar transformándose en un verdadero «cuello de botella»
del proyecto, estribando la dificultad en el concepto mismo de
«pueblos indígenas» y su inserción en la Nación; aunque con
motivo del Convenio N.o 169 de la OIT el Tribunal Constitucional
había admitido una significación conforme a la Constitución
de este concepto, alejando el «fantasma» de la desintegración
nacional o cuestionamiento a la unidad de la nación.

2. Establecer la fórmula del Estado Social y Democrático de Dere-
cho. Esta fórmula propia de la socialdemocracia europea de la
segunda post guerra define un rol activo del Estado en la eco-
nomía y sociedad civil en procura de las necesidades colectivas
básicas como trabajo, seguridad social, educación, salud, vi-
vienda, y amplia cobertura a servicios esenciales para asegurar
un pleno disfrute de los derechos fundamentales; de suerte
que los derechos civiles se vean completados en su efectivo im-
perio por derechos económicos, sociales y culturales.

3. Introducir una cláusula anti-discriminación. En el contexto de la
igualdad ante la ley, que junto con asegurar la diversidad en-
comiende al legislador la sanción de distintas formas de discri-
minación fundadas en estándares, como el origen social, la
raza, la religión, las opiniones políticas, el estilo de vida de las
personas, entre otros.

4. También, se propuso instituir mecanismos de participación di-
recta de la ciudadanía en la democracia, que enriquezca la de-
mocracia representativa, como el referéndum, plebiscito, ini-
ciativa popular de ley y revocatoria.

5. Establecer una cláusula de deberes de las personas en socie-
dad, a partir del valor de la solidaridad, que genera un reequili-
brio entre derechos y deberes.
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6. Mejorar de la protección o tutela legal y judicial en procesos de
amparo de derechos sociales como el derecho a la salud y a la
educación.

7. Establecer instituciones de participación de la sociedad civil or-
ganizada. Creación de un mecanismo de participación y diálogo
social a través de un Consejo Económico y Social, órgano con-
sultivo integrado por los cuerpos intermedios de capital, traba-
jo y profesiones agremiadas.

8. Instituir el Defensor del Pueblo. Esta magistratura es una ga-
rantía institucional especializada para la defensa y promoción
de los derechos humanos en general y derechos fundamentales
en particular, frente a la mala administración, deficiente fun-
cionamiento de los servicios públicos de gestión pública y pri-
vada y, en general, tutela de derechos colectivos y difusos. El
proyecto de reforma constitucional que establece el Defensor
del Ciudadano como un órgano constitucional autónomo está
en la práctica paralizado en su tramitación parlamentaria du-
rante largo tiempo.

9. Instaurar un completo sistema de Jurisdicción Constitucional.
Un sistema de Jurisdicción Constitucional debe abordar dos
temas: mayor legitimidad del Tribunal Constitucional y mejor
protección de derechos fundamentales. La mayor legitimidad
del Tribunal Constitucional se logra con una generación de éste
en que participen los tres poderes del Estado, con un rol central
del Congreso Nacional, ya que hasta la reforma era una gene-
ración autoritaria y judicialista. Mejor protección de derechos
fundamentales a través de dos herramientas: la cuestión de in-
constitucionalidad, que con un filtro judicial permite a cual-
quier ciudadano obtener que el Tribunal Constitucional declare
inconstitucional una ley; y el amparo extraordinario que, ago-
tadas las vías de tutela judiciales, permite a cualquier persona
recurrir al Tribunal Constitucional para la protección de sus de-
rechos fundamentales, sea que la lesión tenga un origen, en un
acto de poder o en un acto de particulares. En definitiva, la re-
forma constitucional en materia de integración del Tribunal
Constitucional logra un importante avance en dotar al órgano
de legitimidad democrática indirecta, e instaura una muy rele-
vante acción de inaplicabilidad y cuestión de inconstitucionali-
dad para el control represivo de la legislación. Pero no llegó a
prosperar la iniciativa de establecer el amparo extraordinario de
derechos fundamentales; que seguramente habría sido clave en

12_F Zuñiga  7/8/78 12:34  Página 402



CONSTITUCIÓN DEL BICENTENARIO (CHILE). REFORMA CONSTITUCIONAL...

© UNED. Revista de Derecho Político 403
N.o 66 - 2006

la vinculación del Poder Judicial a la Constitución y los princi-
pios de constitucionalidad.

10. Reequilibrio Gobierno y Congreso Nacional. Nuestro exacer-
bado presidencialismo exige un mayor reequilibrio entre los
tradicionales poderes ejecutivo y legislativo, sin que ello signi-
fique parlamentarizar el régimen político. Por ello se plantea for-
talecer las instituciones de control político como: interpelacio-
nes parlamentarias y comisiones investigadoras, y además
ampliar la órbita de la acusación constitucional en juicio políti-
co. La reforma constitucional en materia de interpelaciones y
comisiones investigadoras constituye un importante avance.
La efectividad del control político del Gobierno en un régimen
presidencialista como el de Chile, es una cuestión abierta al
tiempo y al funcionamiento real de las instituciones.

3. UNA CONSTITUCIÓN HIPER-RÍGIDA Y OTORGADA. HERENCIA
DEL AUTORITARISMO

Ciertamente, un buen número de los temas antes enunciados y
que fueron materia de indicaciones durante la tramitación de la reforma
constitucional se vieron malogradas o fallidas por falta del consenso
necesario para cumplir con elevados quórums que el ejercicio del poder
constituyente derivado exige6. Es menester no olvidar que los quó-
rums propios de una Constitución rígida se ven reforzados por un quó-
rum extraordinario de dos tercios para buena parte de la Carta, en par-
ticular su parte dogmática y el propio capítulo XV de «Reforma de la
Constitución» (arts. 127-129), lo que es un evidente amarre, consolida-
do con la reforma de 1989 que si bien suprimió el «doble cerrojo» de
dos períodos del Congreso Nacional, modificó los quórums ordinarios
y extraordinarios afianzando la rigidez. A esta herencia del autoritaris-
mo, se suman las leyes de quórum especial (art.66). Al mismo tiempo
se generó, en parte merced al binominalismo, una suerte de empate
político gobierno-oposición en el Congreso Nacional que impide, sin
consensos, modificar la Constitución o sus prolongaciones de amarre:
las leyes de quórum especial.

En este orden de ideas, la legislación orgánico constitucional, so-
metida a quórums especiales y a una distribución competencial pre-

6 NOHLEN, Dieter y FERNÁNDEZ, Mario (Editores): «El presidencialismo renovado.
Instituciones y cambio político en América Latina», Edit. Nueva Sociedad. Cara-
cas, 1998, en especial pp. 269-286.
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vista en la Constitución también en lo grueso, se dictó antes del 11 de
marzo de 1990 por el régimen autoritario, en una manifestación pecu-
liar de «legislación express», erigiéndose en sí misma como un «en-
clave autoritario» o amarre, de suerte que la legislación no dictada en
tal periodo (relativa a Contraloría General de la República y Poder Ju-
dicial) rige como legislación orgánica ficta (Ley N.o 10.336 y Código
Orgánico de Tribunales, en concordancia con los artículos 77 y 99, y
Disposición Transitoria Cuarta de la Constitución Política de la Repú-
blica). Un buen ejemplo del uso de estas prolongaciones de amarre en
la reforma constitucional dice relación con el sistema electoral público
(cuyas piezas basales de desarrollo del art. 18 C.P.R. son las leyes N.o

18.556 y N.o 18.700), específicamente número de senadores, circuns-
cripciones y sistema, que en cuanto binominalismo sale de la Consti-
tución, para quedar encomendado a un legislador orgánico constitu-
cional de quórum especial (tres quintos de diputados y senadores en
ejercicio), idéntico al quórum ordinario de reforma de la Constitución
(disposición transitoria 13.a).

Lo anteriormente expuesto explica que sólo 15 años más tarde sea
posible esta reforma constitucional, cuando los viejos sectores del au-
toritarismo convertidos en «conservadores»o «populares» y «libera-
les» o «centristas», ya no necesitan para la defensa de la «instituciona-
lidad» y sus intereses, de los «enclaves autoritarios» heredados del
régimen anterior, y más aun su conservación en la «institucionalidad»
se transforma en una pesada carga.

En el fondo, la supresión de los «enclaves autoritarios» de la Cons-
titución se produce, merced a la reforma comentada, cuando han de-
jado de ser funcionales a una transición pactada, y la transición permi-
te que los intereses de las élites queden salvaguardados en un orden
social y económico que en lo grueso se mantiene a través del tiempo
en una Constitución Social y una Constitución Económica, que son
una sólida y perdurable herencia autoritaria y neoliberal.

En el fondo, el sistema social y económico que la Constitución con-
sagra o pretende consagrar en las lecturas más conservadoras y «libe-
rales» imperantes de la Constitución Social y de la Constitución Eco-
nómica, y que es la herencia perdurable de la refundación autoritaria
del capitalismo en nuestro país, se mantienen, en gran medida porque
se han aceptado las reglas de una economía de mercado en que las di-
ferencias son de matices. Ciertamente tales matices resultan o pue-
den resultar importantes la más de las veces; en especial cuando entran
en tensión subsidiariedad y solidaridad, como principios rectores de la
ingerencia estatal en la economía y sociedad civil.
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Por ello la mirada o aproximación de futuro de la reforma constitu-
cional, que hemos denominado «operación constituyente» o reformas
de «segunda generación» nos invita, no sólo a una modernización en el
«estatuto del poder», sino también, a una apertura del techo ideológico
de la Constitución y a un enriquecimiento de ésta por los aportes de un
constitucionalismo democrático y social; que aquilatan en los valores y
principios de la participación política y de la solidaridad y del Estado so-
cial, que conllevan una amplia recepción de derechos políticos y de de-
rechos económicos, sociales y culturales. Estos valores, principios y
nuevos derechos constitucionales se erigen en verdaderas directrices
de los «poderes públicos» para desarrollar una actividad promocional y
prestacional, que concilien libertad civil y política (la primera una exi-
gencia de viejo Estado liberal) con igualdad material7.

Con todo, el consenso necesario en torno a las «reformas políticas»
fue posible gracias a que el principal «cuello de botella» (sistema elec-
toral, en particular el binominalismo de elecciones parlamentarias), en
la reforma constitucional es trasladado, como se ha dicho, al dominio
de legislador orgánico, pero con un quórum calificado para esta legis-
lación, reincidiendo en esta modalidad de amarres institucionales pro-
bablemente inspirado en una razón de realismo político, que no hace
sino postergar sine die el debate acerca de la fórmula electoral ade-
cuada para conciliar gobernabilidad y participación8.

Con todo, este debate en torno al sistema electoral público y la fór-
mula electoral en materia de elecciones parlamentarias debe ser un
tema de debate público, que dé cuenta de los déficit del binominalismo,
no sólo derivados de su origen autoritario en cuanto «amarre o encla-
ve», sino de las distorsiones que genera en la participación ciudadana
(variables demográfica y geográfica) de sobre-sub representación, for-
zando la competencia bipolar (al no lograr el bipartidismo) de alianzas
o pactos, y trasladando al interior de las alianzas o pactos la compe-

7 BIDART CAMPOS, G.J. y CARNOTA, Walter F: «ob. cit., vol I, pp. 148 y ss. Idem MA-
NUEL GARCÍA PELAYO: «Las Transformaciones del Estado Contemporáneo», Alianza Edi-
torial, Madrid, 1982, en especial pp.13-82. También de JORGE R. A. VANOSSI: «El Esta-
do de Derecho en el Constitucionalismo Social» Eudeba, Buenos Aires, 1987.
Finalmente una recopilación de interés histórico dogmático: «El Estado Social»,
que recoge trabajos muy conocidos y con visiones distintas de W. ABENDROTH, E.
FORSHTOFF y K. DOEHRING, Edit. CEC, Madrid, 1986.

8 Consultar de DIETER NOHLEN: «Elecciones y Sistemas Electorales» Edit. Nueva
Sociedad-F.F. Ebert, 3.a ed., Caracas, 1995, y «Sistemas Electorales y Partidos Políti-
cos» Edita UNAM-FCE, 1995, México, 1994. También su obra clásica: «Sistemas
Electorales del Mundo» (Trad. R. García Cotarelo) Edit. CEC, Madrid, 1981.
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tencia política-electoral; todo con exclusión de las minorías. Todo ello
redunda en un deterioro de la calidad de la política, afianzamiento de la
oligarquización partidaria, envejecimiento del padrón electoral y un
empate político, que genera la imposibilidad de un debate público y de-
mocrático de los grandes temas que se resuelva institucionalmente.
Precisamente, el debate político y democrático de los grandes temas
acerca del régimen político es uno de los déficit de nuestra transición,
que está fuertemente anclada a las élites y la oligarquización partidaria9,
lo que pone en tensión la «Constitución histórica» y la «Constitución
ideal».

Es menester subrayar que el tema del sistema electoral es de suyo
complejo y que debe estar asociado al tipo de régimen político que se
posee, no existen recetas o sistemas electorales más apropiados o
mejores en sí mismo, pero la decisión acerca del binominalismo y su
fórmula electoral mayoritario-empírica, y por ende sus consecuencias
de distorsión-exclusión, correspondió al constituyente y legislador au-
toritario.

4. NUEVA CONSTITUCIÓN DEL BICENTENARIO, CIERRE 
DE LA TRANSICIÓN Y TEMAS DE FUTURO

El saldo pendiente de la reforma constitucional antes reseñado,
son temas que constituyen un acerbo valioso para una teoría-praxis de
un constitucionalismo democrático y social y para la cultura jurídica y
política, a lo que sumamos los temas de futuro. Con ello aspiramos a
contribuir a superar una cierta deuda en cuanto aporte a la cultura ju-
rídica del constitucionalismo democrático y social, del cual somos en
gran parte responsables. En efecto, históricamente el progresismo en
particular adolece de una cierta «anorexia» en el campo de la cultura ju-
rídica.

A los temas antes enunciados, a saber: reconocimiento de pueblos
indígenas, cultura, lengua y tradiciones, recepción de la cláusula de Es-
tado social y democrático de Derecho, nuevos mecanismos de partici-
pación directa de la ciudadanía como el referéndum, iniciativa y revo-
catoria, instauración de un Consejo Económico y Social, creación de un
Defensor del Pueblo o del Ciudadano para una mejor protección de los
derechos humanos en particular frente a la Administración y empresas

9 NINO, Carlos Santiago: «La Constitución de la democracia deliberativa « (trad.
R. P. Saba) Edit. Gedisa, Barcelona, 1.a reimpresión, 2003, en especial pp. 298 y ss.
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de servicios públicos; y mejor tutela de derechos mediante una cláusula
antidiscriminación y un amparo constitucional extraordinario ante el Tri-
bunal Constitucional, se suman otros temas de futuro, verdaderas ide-
as fuerza, que deben ser propias de la teoría praxis del constituciona-
lismo democrático y social, en la construcción de la República
democrática y del Estado social y democrático de Derecho.

En el catálogo de temas de futuro para reformas de «segunda ge-
neración» o para una operación constituyente, podemos identificar los
siguientes, a saber:

1. Reforma del régimen político y tipo de gobierno presidencialista.
En este campo caben tres opciones, exploradas en el plano aca-
démico en los albores de la transición: democratizar el presi-
dencialismo o presidencialismo temperado, instaurar un régi-
men semi presidencial o bien un régimen parlamentario
racionalizado. Un presidencialismo temperado es el camino que
ha seguido la reforma constitucional al reequilibrar Gobierno y
Congreso Nacional y superar el arraigado «hiperpresidencialis-
mo» que lastra históricamente el «peso de la noche»10.

2. Reforma político-territorial que está llamada a profundizar la
descentralización administrativa y política, instaurándose un au-
téntico Estado Regional, separando las funciones de Gobierno
(Intendente) y Administración (Gobierno Regional directamente
elegido por la ciudadanía regional, con dos órganos superiores
uno monocrático-ejecutivo y otro asambleario de carácter nor-
mativo, resolutivo y fiscalizador). En este campo resulta necesa-
rio abrir el debate acerca de una auténtica «Hacienda regional».

3. Reforma del sistema electoral público, que aborde no sólo las
distorsiones de representación demográfico-territoriales del bi-
nominalismo y las lógicas de competencia intra-pactos o alianzas
por una competencia mayoría-minoría de cara al país, que con la
reforma quedan encomendadas al legislador orgánico de quó-
rum especial, sino que también, haga posible la participación
directa de la ciudadanía a través de referéndum, plebiscito, ini-
ciativa popular de ley y revocatoria de autoridades.

10 NINO, Carlos Santiago: «Fundamento de Derecho Constitucional». Análisis fi-
losófico, jurídico y politológico de la práctica constitucional», Edit. Astrea; 2.o reim-
presión, Buenos Aires, 2002, pp. 619-657. También, VV.AA: «El Presidencialismo
puesto a prueba». Edit. CEC, Madrid, 1992.
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4. Refuerzo de los derechos de ciudadanía instituyéndose los dere-
chos siguientes: derecho a la nacionalidad, derecho de protec-
ción del Estado a sus nacionales, derecho a una buena adminis-
tración y derecho de acceso a documentos, entre otros.

5. Refuerzo de derechos civiles: prohibición del trabajo forzado, la
servidumbre y trata de seres humanos; derecho a contraer ma-
trimonio y fundar una familia, con independencia de la identidad
sexual de las personas; derecho a la información, libertad de las
artes y la ciencia y derecho de asilo.

6. Refuerzo de derechos sociales, económicos y culturales: reco-
nocimiento al derecho de trabajo, derecho a la información y
consulta a los trabajadores en la empresa, protección ante el
desempleo, garantía de las condiciones de trabajo seguras y
equitativas, prohibición del trabajo infantil, derecho de acceso a
los servicios de interés económico general.

7. Nuevos derechos colectivos: derechos de los consumidores, de-
recho a la no discriminación fundada en raza, sexo, color, orí-
genes étnicos o sociales, características o patrón genético, len-
gua, religión o convicciones, opiniones políticas o de cualquier
otro tipo pertenencia a una minoría nacional, patrimonio, naci-
miento, discapacidad, edad u orientación sexual; derechos del
niño (derecho a la protección y cuidado para su bienestar, dere-
cho a expresar su opinión y a que ésta sea tomada en cuenta,
preocupación estatal por el cuidado de los niños abandonados o
vulnerables, y relación periódica de padres con hijos), derecho
de las persona mayores (vida digna e independiente y a partici-
par en la vida social y cultural); derecho a la integración de las
personas discapacitadas (asegurar su autonomía, su integra-
ción social y cultural y su participación en la vida de la comuni-
dad).

8. Reforma del Poder Judicial. En este campo se debe establecer un
Consejo General de la Judicatura que tenga a su cargo la «ad-
ministración superior» y «gobierno» del Poder Judicial y ase-
gure la carrera judicial, órgano de integración colegiada y que in-
cluya a las asociaciones de magistrados y empleados de este
poder del Estado. Asimismo, se requieren tribunales de lo con-
tencioso-administrativo para una mejor tutela judicial del imperio
de la ley en la Administración del Estado y una mejor tutela de
derechos de los administrados. Finalmente, se requieren dos
sendas reformas procesales o de enjuiciamiento, a saber: un
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nuevo proceso civil que incorpore la oralidad, la expedición y la
mediación, y un nuevo proceso penal militar más garantista y
moderno11.

5. NUEVA JUSTICIA CONSTITUCIONAL

Antes de concluir se requiere hacer una sumaria referencia a la
«Nueva Justicia Constitucional», ya que éste es uno de los contenidos
torales de la reforma constitucional12.

Es sabido que el Tribunal Constitucional es el guardián de la Cons-
titución en un Estado de Derecho, por lo que su integración debe gozar
de la mayor legitimidad democrática indirecta posible y sus miembros
de la mayor cualificación profesional e idoneidad ético pública. Por
ello la reforma recompone el Tribunal del modo siguiente: un total de
diez miembros letrados, que durarán nueve años en sus cargos, desig-
nados del modo siguiente: tres designados por el Presidente de la Re-
pública, cuatro elegidos por el Congreso Nacional, dos nombrados di-
rectamente por el Senado y dos propuestos por la Cámara de
Diputados y ratificados por la Cámara alta; y tres elegidos por la Corte
Suprema; todo sin perjuicio de las disposiciones transitorias que le
confieren continuidad temporal a la actual integración del Tribunal y
una renovación escalonada en el tiempo (art. 92 nuevo). Los miembros
del Tribunal conservan su estatuto perfeccionándose su régimen de
prohibiciones, en razón del crecimiento notable de su competencia.

En cuanto a la competencia del Tribunal, ésta es reforzada en el
campo del control abstracto, preventivo, facultativo o preceptivo de
normas (tratados internacionales, proyectos de ley, reglamentos de
ejecución y autónomos) y ampliada al control de constitucionalidad
de autos acordados de Tribunales Superiores de Justicia y Tribunal
Calificador de Elecciones; heterocomposición de «contiendas de com-

11 GARGARELLA, Roberto: «La Justicia frente al Gobierno. Sobre el carácter con-
tramayoritario del Poder Judicial», Edit. Ariel, 1.a reimpresión Espasa Argentina,
Buenos Aires, 1996. También de Rafael Bielsa y Eduardo Graña: «Justicia y Estado.
A propósito del Consejo de la Magistratura». Ediciones Cuidad Argentina, Buenos
Aires, 1996.

12 Consultar de FRANCISCO ZÚÑIGA URBINA: «Elementos de Jurisdicción Constitu-
cional», 2 vol., Edit. Universidad Central, Santiago, 2002. También un trabajo com-
paratista de HUMBERTO NOGUEIRA ALCALÁ: «La Justicia y los Tribunales Constituciona-
les de Indoiberoamérica del Sur. En la Alborada del siglo XXI» Lexis Nexis, Santiago,
2005.
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petencia» o conflictos de jurisdicción entre autoridades políticas o ad-
ministrativas y tribunales de justicia que no correspondan al Senado y
también a la acción de inaplicabilidad y cuestión de inconstitucionali-
dad, más su tradicional competencia miscelánea (art. 93 nuevo).

Especial mención requiere el nuevo control concreto, represivo y fa-
cultativo de normas legales vía acción de inaplicabilidad, y el eventual
control vía cuestión de inconstitucionalidad, de oficio o vía acción pú-
blica. En el primer caso, la sentencia estimatoria tiene efecto personal
inter partes y su contenido es inconstitucionalidad-inaplicación, y en el
segundo, tiene efecto personal erga omnes y su contenido es inconsti-
tucionalidad-anulación. Es decir, el control concreto es una tremenda
herramienta de control de constitucionalidad y depuración de normas,
que concentra y monopoliza el contencioso constitucional en el Tribunal
Constitucional, poniendo fin a la posibilidad de un sistema difuso de
control de constitucionalidad o el empleo de la casación como herra-
mienta. También la reforma resuelve el problema de legitimación pro-
cesal activa en inaplicabilidad-cuestión de inconstitucionalidad e im-
pugnación de autos acordados e instrucciones. Además, establece
quórums y funcionamiento en sala y pleno y la competencia atribuida
en cada caso.

En cuanto a la sentencia constitucional, la reforma le da un conte-
nido consistente a la declaración de inconstitucionalidad en cuanto
anulación en razón de las competencia de control de normas, con la
sola excepción del efecto temporal «aparentemente» ex tunc de la sen-
tencia tratándose de la inconstitucionalidad de decretos supremos (N.o
16 del art. 93 y art. 94 nuevos). De esta suerte el Tribunal Constitucional
como «legislador negativo» por usar un término del jurista vienés Hans
Kelsen, al declarar la inconstitucionalidad de las leyes, puede graduar
sus efectos, desde la inaplicación (N.o 6 del art. 93) a la anulación o in-
validez (N.o 7 del art. 93), generando así un espacio a la deferencia ra-
zonada con el Congreso Nacional y el Presidente de la República como
órganos de legislación.

Esta sustitución del nuevo capítulo VIII de la Constitución queda
sometida a un plazo de vacancia de seis meses después de la publica-
ción de la reforma (Disposición Transitoria 16.a).

6. NUEVA CONSTITUCIÓN Y GLOBALIZACIÓN

Finalmente, cabe destacar que en la aproximación o mirada de fu-
turo, anclada en una teoría — praxis de constitucionalismo democráti-
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co y social, nos debemos hacer cargo de una cierta «insularidad» que
aqueja a nuestro Derecho Constitucional en particular y a nuestra cul-
tura jurídica en general, sobre los temas de integración y globalización
y que cristalizan en una Constitución y cultura jurídico anticuada13. Por
ejemplo, nuestro Tribunal Constitucional (STC Rol N.o 346, fundamentos
jurídicos en considerandos 34.o a 58.o) declaró el año 2002 inconstitu-
cional ciertas disposiciones del Tratado de Roma de Estatuto de la Cor-
te Penal Internacional, fundado en que dicho tratado establecía una
delegación de potestades soberanas, que se opone a la unidad o indi-
visibilidad de la soberanía del Estado; lo que trasunta, amén de las ra-
zones doctrinarias, una mirada anticuada o decimonónica acerca del va-
lor de los derechos humanos en el mundo de hoy. Recientemente se ha
arribado a un consenso en el Congreso Nacional (Comisión de Consti-
tución, Legislación y Justicia del Senado) para reformar la Constitución
en este punto y admitir la aprobación parlamentaria y posterior ratifi-
cación del citado Tratado de Roma.

Con todo, lo anteriormente expuesto acerca de nuestra «insulari-
dad» e insuficiencia en la regla de incorporación de tratados interna-
cionales, hace necesaria una nueva mirada desde la Constitución a la
globalización, cooperación e integración, que no sólo concierne a la lex
mercatoria sino también a la protección internacional y supranacional
de los derechos humanos14. Esta nueva mirada debe cristalizar en las
reformas de «segunda generación», para hacer posible una efectiva
globalización.

En suma el horizonte que hoy asumimos, cerrada en lo formal la
transición política con esta reforma constitucional, es la asunción futu-
ra de una «nueva» Constitución, «carta de navegación del país» (Al-
berdi), de origen plenamente democrático y de techo ideológico abier-
to (plural), fruto de una reforma de «segunda generación» o de un
proceso constituyente originario, constitutivas de una «operación cons-
tituyente» caracterizada por un debate público y ciudadano, que in-
corpore entre otros los aportes de la teoría-praxis del constitucionalis-
mo democrático y social, que mire al perfeccionamiento de la República
democrática, la conformación de un Estado Regional y la organización
de un Estado de Derecho y nuevos derechos, asumiendo en la edifica-

13 RÍOS A., Lautaro: «Las Dos Caras de Jano y otros Ensayos», Edeval, Valparaíso,
2005.

14 LA PÉRGOLA, Antonio: «Constitución del Estado y Normas Internacionales»
(Trad. J. L. Cascajo y Castro y J. Rodríguez Zapata), Edit. UNAM, México, 1985.
También de Jorge R. A., Vanossi y Alberto R. Dalla Via: «Régimen Constitucional de
los Tratados», Edit. Perrot, 2.a ed., Buenos Aires, 2000.
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ción del orden político estatal como decisión básica la fórmula del Es-
tado Social y Democrático de Derecho15.

ANEXO

El Anexo contiene el nuevo texto de la Constitución Política de la
República promulgado en virtud de la autorización contenida en la ley
N.o 20.050 de reforma constitucional, texto «refundido, coordinado y
sistematizado» contenido en decreto supremo N.o 100 del Ministerio

Secretaría General de la Presidencia. El texto que se presenta suprime las
notas del texto refundido, coordinado y sistematizado incorporando las

enmiendas introducidas por la reforma constitucional de 2005 con letras en
negrilla para facilitar la consulta y noticia acerca de su alcance por el lector

extranjero.

Santiago, 17 de septiembre de 2005

DECRETO SUPREMO N.o 100 /

VISTO: En uso de las facultades que me confiere el artículo 2.o de la Ley N.o
20.050, y teniendo presente lo dispuesto en el artículo 32 N.o 8 de la Constitu-
ción Política de 1980.

DECRETO: Fíjase el siguiente texto refundido, coordinado y sistematizado
de la Constitución Política de la República:

CAPITULO I

BASES DE LA INSTITUCIONALIDAD

Artículo 1.o Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.

La familia es el núcleo fundamental de la sociedad.

El Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cua-
les se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía
para cumplir sus propios fines específicos.

El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover
el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que
permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su
mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los dere-
chos y garantías que esta Constitución establece.

15 BÖCKENFÖRDE, Ernst Wolfgang: «Estudios sobre el Estado de Derecho y la De-
mocracia» (trad. R. De Agapito Serrano) Edit. Trotta, Madrid, 2000.
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Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la
población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la in-
tegración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de
las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.

Artículo 2.o Son emblemas nacionales la bandera nacional, el escudo de ar-
mas de la República y el himno nacional.

Artículo 3.o El Estado de Chile es unitario.

La administración del Estado será funcional y territorialmente descentrali-
zada, o desconcentrada en su caso, de conformidad a la ley.

Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización
del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y
comunas del territorio nacional.

Artículo 4.o Chile es una república democrática.

Artículo 5.o La soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se
realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, tam-
bién, por las autoridades que esta Constitución establece. Ningún sector del
pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio.

El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los dere-
chos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos
del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Consti-
tución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se
encuentren vigentes.

Artículo 6.o Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitu-
ción y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional
de la República.

Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integran-
tes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo.

La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que
determine la ley.

Artículo 7.o Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura
regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que pres-
criba la ley.

Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atri-
buirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o de-
rechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Cons-
titución o las leyes.

Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las respon-
sabilidades y sanciones que la ley señale.
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Artículo 8.o El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar
estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.

Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como
sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley
de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de és-
tos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de
dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el in-
terés nacional.

Artículo 9.o El terrorismo, en cualquiera de sus formas, es por esencia con-
trario a los derechos humanos.

Una ley de quórum calificado determinará las conductas terroristas y su pe-
nalidad. Los responsables de estos delitos quedarán inhabilitados por el plazo
de quince años para ejercer funciones o cargos públicos, sean o no de elección
popular, o de rector o director de establecimiento de educación, o para ejercer
en ellos funciones de enseñanza; para explotar un medio de comunicación so-
cial o ser director o administrador del mismo, o para desempeñar en él funcio-
nes relacionadas con la emisión o difusión de opiniones o informaciones; ni po-
drán ser dirigentes de organizaciones políticas o relacionadas con la educación
o de carácter vecinal, profesional, empresarial, sindical, estudiantil o gremial en
general, durante dicho plazo. Lo anterior se entiende sin perjuicio de otras in-
habilidades o de las que por mayor tiempo establezca la ley.

Los delitos a que se refiere el inciso anterior serán considerados siempre
comunes y no políticos para todos los efectos legales y no procederá respecto
de ellos el indulto particular, salvo para conmutar la pena de muerte por la de
presidio perpetuo.

CAPITULO II

NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA

Artículo 10. Son chilenos:

1.o Los nacidos en el territorio de Chile, con excepción de los hijos de ex-
tranjeros que se encuentren en Chile en servicio de su Gobierno, y de los hijos
de extranjeros transeúntes, todos los que, sin embargo, podrán optar por la na-
cionalidad chilena;

2.o Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero.
Con todo, se requerirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primer
o segundo grado, haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de lo esta-
blecido en los números 1.o, 3.o ó 4.o;

3.o Los extranjeros que obtuvieren carta de nacionalización en conformidad
a la ley.

4.o Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.
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La ley reglamentará los procedimientos de opción por la nacionalidad chi-
lena; de otorgamiento, negativa y cancelación de las cartas de nacionaliza-
ción, y la formación de un registro de todos estos actos.

Artículo 11. La nacionalidad chilena se pierde:

1.o Por renuncia voluntaria manifestada ante autoridad chilena competen-
te. Esta renuncia sólo producirá efectos si la persona, previamente, se ha na-
cionalizado en país extranjero;

2.o Por decreto supremo, en caso de prestación de servicios durante una
guerra exterior a enemigos de Chile o de sus aliados;

3.o Por cancelación de la carta de nacionalización, y

4.o Por ley que revoque la nacionalización concedida por gracia.

Los que hubieren perdido la nacionalidad chilena por cualquiera de las
causales establecidas en este artículo, sólo podrán ser rehabilitados por ley.

Artículo 12. La persona afectada por acto o resolución de autoridad admi-
nistrativa que la prive de su nacionalidad chilena o se la desconozca, podrá re-
currir, por sí o por cualquiera a su nombre, dentro del plazo de treinta días, ante
la Corte Suprema, la que conocerá como jurado y en tribunal pleno. La inter-
posición del recurso suspenderá los efectos del acto o resolución recurridos.

Artículo 13. Son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho
años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva.

La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos
de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran.

Tratándose de los chilenos a que se refieren los números 2.o y 4.o del artí-
culo 10, el ejercicio de los derechos que les confiere la ciudadanía estará suje-
to a que hubieren estado avecindados en Chile por más de un año.

Artículo 14. Los extranjeros avecindados en Chile por más de cinco años, y
que cumplan con los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 13,
podrán ejercer el derecho de sufragio en los casos y formas que determine la
ley.

Los nacionalizados en conformidad al N.o 3.o del artículo 10, tendrán opción
a cargos públicos de elección popular sólo después de cinco años de estar en
posesión de sus cartas de nacionalización.

Artículo 15. En las votaciones populares, el sufragio será personal, iguali-
tario y secreto. Para los ciudadanos será, además, obligatorio.

Sólo podrá convocarse a votación popular para las elecciones y plebiscitos
expresamente previstos en esta Constitución.

Artículo 16. El derecho de sufragio se suspende:

1.o Por interdicción en caso de demencia;

12_F Zuñiga  7/8/78 12:34  Página 415



FRANCISCO ZÚÑIGA URBINA

416 © UNED. Revista de Derecho Político
N.o 66 - 2006

2.o Por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva o
por delito que la ley califique como conducta terrorista, y

3.o Por haber sido sancionado por el Tribunal Constitucional en conformidad
al inciso séptimo del número 15.o del artículo 19 de esta Constitución. Los que
por esta causa se hallaren privados del ejercicio del derecho de sufragio lo re-
cuperarán al término de cinco años, contado desde la declaración del Tribunal.
Esta suspensión no producirá otro efecto legal, sin perjuicio de lo dispuesto en
el inciso séptimo del número 15.o del artículo 19.

Artículo 17. La calidad de ciudadano se pierde:

1.o Por pérdida de la nacionalidad chilena;

2.o Por condena a pena aflictiva, y

3.o Por condena por delitos que la ley califique como conducta terrorista y
los relativos al tráfico de estupefacientes y que hubieren merecido, además,
pena aflictiva».

Los que hubieren perdido la ciudadanía por la causal indicada en el núme-
ro 2.o, la recuperarán en conformidad a la ley, una vez extinguida su responsa-
bilidad penal. Los que la hubieren perdido por las causales previstas en el nú-
mero 3.o podrán solicitar su rehabilitación al Senado una vez cumplida la
condena.

Artículo 18. Habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitu-
cional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en
que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto
por esta Constitución y, garantizará siempre la plena igualdad entre los inde-
pendientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de
candidaturas como en su participación en los señalados procesos.

El resguardo del orden público durante los actos electorales y plebiscitarios
corresponderá a las Fuerzas Armadas y Carabineros del modo que indique la ley.

CAPITULO III

DE LOS DERECHOS Y DEBERES CONSTITUCIONALES

Artículo 19. La Constitución asegura a todas las personas:

1.o El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona.

La ley protege la vida del que está por nacer.

La pena de muerte sólo podrá establecerse por delito contemplado en ley
aprobada con quórum calificado.

Se prohíbe la aplicación de todo apremio ilegítimo;
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2.o La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupos privilegiados.
En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mu-
jeres son iguales ante la ley.

Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias;

3.o La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.

Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley seña-
le y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la de-
bida intervención del letrado, si hubiere sido requerida. Tratándose de los in-
tegrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho
se regirá en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas
pertinentes de sus respectivos estatutos.

La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a
quienes no puedan procurárselos por sí mismos.

Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que
señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la per-
petración del hecho.

Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un
proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer
siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y jus-
tos.

La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal.

Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley pro-
mulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favo-
rezca al afectado.

Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona
esté expresamente descrita en ella;

4.o El respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su
familia.

5.o La inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada. El
hogar sólo puede allanarse y las comunicaciones y documentos privados in-
terceptarse, abrirse o registrarse en los casos y formas determinados por la ley.

6.o La libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el
ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas
costumbres o al orden público.

Las confesiones religiosas podrán erigir y conservar templos y sus depen-
dencias bajo las condiciones de seguridad e higiene fijadas por las leyes y or-
denanzas.

Las iglesias, las confesiones e instituciones religiosas de cualquier culto ten-
drán los derechos que otorgan y reconocen, con respecto a los bienes, las leyes
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actualmente en vigor. Los templos y sus dependencias, destinados exclusiva-
mente al servicio de un culto, estarán exentos de toda clase de contribuciones;

7.o El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual.

En consecuencia:

a) Toda persona tiene derecho de residir y permanecer en cualquier lugar
de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, a con-
dición de que se guarden las normas establecidas en la ley y salvo siempre el
perjuicio de terceros;

b) Nadie puede ser privado de su libertad personal ni ésta restringida sino
en los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes;

c) Nadie puede ser arrestado o detenido sino por orden de funcionario pú-
blico expresamente facultado por la ley y después de que dicha orden le sea in-
timada en forma legal. Sin embargo, podrá ser detenido el que fuere sorpren-
dido en delito flagrante, con el solo objeto de ser puesto a disposición del
juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes.

Si la autoridad hiciere arrestar o detener a alguna persona, deberá, dentro
de las cuarenta y ocho horas siguientes, dar aviso al juez competente, ponien-
do a su disposición al afectado. El juez podrá, por resolución fundada, ampliar
este plazo hasta por cinco días, y hasta por diez días, en el caso que se investi-
garen hechos calificados por la ley como conductas terroristas;

d) Nadie puede ser arrestado o detenido, sujeto a prisión preventiva o pre-
so, sino en su casa o en lugares públicos destinados a este objeto.

Los encargados de las prisiones no pueden recibir en ellas a nadie en cali-
dad de arrestado o detenido, procesado o preso, sin dejar constancia de la or-
den correspondiente, emanada de autoridad que tenga facultad legal, en un re-
gistro que será público.

Ninguna incomunicación puede impedir que el funcionario encargado de la
casa de detención visite al arrestado o detenido, procesado o preso, que se en-
cuentre en ella. Este funcionario está obligado, siempre que el arrestado o de-
tenido lo requiera, a transmitir al juez competente la copia de la orden de de-
tención, o a reclamar para que se le de dicha copia, o a dar él mismo un
certificado de hallarse detenido aquel individuo, si al tiempo de su detención se
hubiere omitido este requisito;

e) La libertad del imputado procederá a menos que la detención o prisión
preventiva sea considerada por el juez como necesaria para las investigaciones
o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. La ley establecerá los requi-
sitos y modalidades para obtenerla.

La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del impu-
tado por los delitos a que se refiere el artículo 9, será conocida por el tribunal
superior que corresponda, integrado exclusivamente por miembros titulares.
La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad.
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Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas
de vigilancia de la autoridad que la ley contemple;

f) En las causas criminales no se podrá obligar al imputado o acusado a que
declare bajo juramento sobre hecho propio; tampoco podrán ser obligados a
declarar en contra de éste sus ascendientes, descendientes, cónyuge y demás
personas que, según los casos y circunstancias, señale la ley;

g) No podrá imponerse la pena de confiscación de bienes, sin perjuicio del
comiso en los casos establecidos por las leyes; pero dicha pena será proce-
dente respecto de las asociaciones ilícitas;

h) No podrá aplicarse como sanción la pérdida de los derechos previsio-
nales, e

i) Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el
que hubiere sido sometido a proceso o condenado en cualquier instancia por
resolución que la Corte Suprema declare injustificadamente errónea o arbitra-
ria, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimo-
niales y morales que haya sufrido. La indemnización será determinada judi-
cialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en
conciencia;

8.o El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es de-
ber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preser-
vación de la naturaleza.

La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determina-
dos derechos o libertades para proteger el medio ambiente;

9.o El derecho a la protección de la salud.

El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promo-
ción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo.

Le corresponderá, asimismo, la coordinación y control de las acciones re-
lacionadas con la salud.

Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de sa-
lud, sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas, en la for-
ma y condiciones que determine la ley, la que podrá establecer cotizaciones
obligatorias.

Cada persona tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee
acogerse, sea éste estatal o privado;

10.o El derecho a la educación.

La educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las dis-
tintas etapas de su vida.

Los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos.
Corresponderá al Estado otorgar especial protección al ejercicio de este dere-
cho.
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La educación básica es obligatoria, debiendo el Estado financiar un sistema
gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ella de toda la población.

La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Es-
tado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acce-
so a ellas de toda la población. En el caso de la educación media este sistema,
en conformidad a la ley, se extenderá hasta cumplir los 21 años de edad.

Es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la
educación;

11.o La libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y man-
tener establecimientos educacionales.

La libertad de enseñanza no tiene otras limitaciones que las impuestas por
la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional.

La enseñanza reconocida oficialmente no podrá orientarse a propagar ten-
dencia político partidista alguna.

Los padres tienen el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza
para sus hijos.

Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos mínimos que de-
berán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza básica y media y se-
ñalará las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar
por su cumplimiento. Dicha ley, del mismo modo, establecer los requisitos para
el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel;

12.o La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en
cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos
y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a
la ley, la que deber ser de quórum calificado.

La ley en ningún caso podrá establecer monopolio estatal sobre los medios
de comunicación social.

Toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por al-
gún medio de comunicación social, tiene derecho a que su declaración o recti-
ficación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que la ley determine,
por el medio de comunicación social en que esa información hubiera sido
emitida.

Toda persona natural o jurídica tiene el derecho de fundar, editar y mante-
ner diarios, revistas y periódicos, en las condiciones que señale la ley.

El Estado, aquellas universidades y demás personas o entidades que la ley
determine, podrán establecer, operar y mantener estaciones de televisión.

Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad ju-
rídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de co-
municación. Una ley de quórum calificado señalar la organización y demás fun-
ciones y atribuciones del referido Consejo.
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La ley regulará un sistema de calificación para la exhibición de la produc-
ción cinematográfica;

13.o El derecho a reunirse pacíficamente sin permiso previo y sin armas.

Las reuniones en las plazas, calles y demás lugares de uso público se regi-
rán por las disposiciones generales de policía;

14.o El derecho de presentar peticiones a la autoridad, sobre cualquier
asunto de interés público o privado, sin otra limitación que la de proceder en
términos respetuosos y convenientes;

15.o El derecho de asociarse sin permiso previo.

Para gozar de personalidad jurídica, las asociaciones deberán constituirse
en conformidad a la ley.

Nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación.

Prohíbense las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la se-
guridad del Estado.

Los partidos políticos no podrán intervenir en actividades ajenas a las que
les son propias ni tener privilegio alguno o monopolio de la participación ciu-
dadana; la nómina de sus militantes se registrará en el Servicio Electoral del Es-
tado, el que guardará reserva de la misma, la cual será accesible a los militan-
tes del respectivo partido; su contabilidad deberá ser pública; las fuentes de su
financiamiento no podrán provenir de dineros, bienes, donaciones, aportes ni
créditos de origen extranjero; sus estatutos deberán contemplar las normas que
aseguren una efectiva democracia interna. Una ley orgánica constitucional re-
gulará las demás materias que les conciernan y las sanciones que se aplicarán
por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar
su disolución. Las asociaciones, movimientos, organizaciones o grupos de
personas que persigan o realicen actividades propias de los partidos políticos
sin ajustarse a las normas anteriores son ilícitos y serán sancionados de acuer-
do a la referida ley orgánica constitucional.

La Constitución Política garantiza el pluralismo político. Son inconstitucio-
nales los partidos, movimientos u otras formas de organización cuyos objeti-
vos, actos o conductas no respeten los principios básicos del régimen demo-
crático y constitucional, procuren el establecimiento de un sistema totalitario,
como asimismo aquellos que hagan uso de la violencia, la propugnen o inciten
a ella como método de acción política. Corresponderá al Tribunal Constitucional
declarar esta inconstitucionalidad.

Sin perjuicio de las demás sanciones establecidas en la Constitución o en la
Ley, las personas que hubieren tenido participación en los hechos que motiven
la declaración de inconstitucionalidad a que se refiere el inciso precedente, no
podrán participar en la formación de otros partidos políticos, movimientos u
otras formas de organización política, ni optar a cargos públicos de elección po-
pular ni desempeñar los cargos que se mencionan en los números 1) a 6) del
artículo 54, por el término de cinco años, contado desde la resolución del Tri-
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bunal. Si a esa fecha las personas referidas estuvieren en posesión de las fun-
ciones o cargos indicados, los perderán de pleno derecho.

Las personas sancionadas en virtud de este precepto no podrán ser objeto
de rehabilitación durante el plazo señalado en el inciso anterior. La duración de
las inhabilidades contempladas en dicho inciso se elevará al doble en caso de
reincidencia;

16.o La libertad de trabajo y su protección.

Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre elección del
trabajo con una justa retribución.

Se prohíbe cualquiera discriminación que no se base en la capacidad o ido-
neidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena
o límites de edad para determinados casos.

Ninguna clase de trabajo puede ser prohibida, salvo que se oponga a la
moral, a la seguridad o a la salubridad públicas, o que lo exija el interés nacio-
nal y una ley lo declare así. Ninguna ley o disposición de autoridad pública po-
drá exigir la afiliación a organización o entidad alguna como requisito para de-
sarrollar una determinada actividad o trabajo, ni la desafiliación para
mantenerse en éstos. La ley determinará las profesiones que requieren grado o
título universitario y las condiciones que deben cumplirse para ejercerlas. Los
colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan rela-
ción con tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamacio-
nes que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus
resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los pro-
fesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales estable-
cidos en la ley.

La negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de
los trabajadores, salvo los casos en que la ley expresamente no permita nego-
ciar. La ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los pro-
cedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica. La ley
señalará los casos en que la negociación colectiva deba someterse a arbitraje
obligatorio, el que corresponderá a tribunales especiales de expertos cuya or-
ganización y atribuciones se establecerán en ella.

No podrán declararse en huelga los funcionarios del Estado ni de las mu-
nicipalidades. Tampoco podrán hacerlo las personas que trabajen en corpora-
ciones o empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o función, que
atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la
salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguri-
dad nacional. La ley establecerá los procedimientos para determinar las cor-
poraciones o empresas cuyos trabajadores estarán sometidos a la prohibición
que establece este inciso;

17.o La admisión a todas las funciones y empleos públicos, sin otros requi-
sitos que los que impongan la Constitución y las leyes;
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18.o El derecho a la seguridad social.

Las leyes que regulen el ejercicio de este derecho serán de quórum califi-
cado.

La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los ha-
bitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a tra-
vés de instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer cotizaciones
obligatorias.

El Estado supervigilará el adecuado ejercicio del derecho a la seguridad so-
cial;

19.o El derecho de sindicarse en los casos y forma que señale la ley. La afi-
liación sindical será siempre voluntaria.

Las organizaciones sindicales gozarán de personalidad jurídica por el solo
hecho de registrar sus estatutos y actas constitutivas en la forma y condiciones
que determine la ley.

La ley contemplará los mecanismos que aseguren la autonomía de estas or-
ganizaciones. Las organizaciones sindicales no podrán intervenir en actividades
político partidistas;

20.o La igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la
progresión o forma que fije la ley, y la igual repartición de las demás cargas pú-
blicas.

En ningún caso la ley podrá establecer tributos manifiestamente despro-
porcionados o injustos.

Los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán
al patrimonio de la Nación y no podrán estar afectos a un destino determinado.

Sin embargo, la ley podrá autorizar que determinados tributos puedan estar
afectados a fines propios de la defensa nacional. Asimismo, podrá autorizar que
los que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional
o local puedan ser aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por
las autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de de-
sarrollo;

21.o El derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea
contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las
normas legales que la regulen.

El Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o
participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado los autoriza. En tal
caso, esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los
particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos justificados es-
tablezca la ley, la que deberá ser, asimismo, de quórum calificado;

22.o La no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus
organismos en materia económica.
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Sólo en virtud de una ley, y siempre que no signifique tal discriminación, se
podrán autorizar determinados beneficios directos o indirectos en favor de al-
gún sector, actividad o zona geográfica, o establecer gravámenes especiales
que afecten a uno u otras. En el caso de las franquicias o beneficios indirectos,
la estimación del costo de éstos deberá incluirse anualmente en la Ley de Pre-
supuestos;

23.o La libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, excepto
aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres o que deban
pertenecer a la Nación toda y la ley lo declare así. Lo anterior es sin perjuicio de
lo prescrito en otros preceptos de esta Constitución.

Una ley de quórum calificado y cuando así lo exija el interés nacional pue-
de establecer limitaciones o requisitos para la adquisición del dominio de al-
gunos bienes;

24.o El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de
bienes corporales o incorporales.

Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, go-
zar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su fun-
ción social. Esta comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación,
la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del
patrimonio ambiental.

Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre
que recae o de algunos de los atributos o facultades esenciales del dominio,
sino en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación por causa
de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador. El expro-
piado podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales
ordinarios y tendrá siempre derecho a indemnización por el daño patrimonial
efectivamente causado, la que se fijará de común acuerdo o en sentencia dic-
tada conforme a derecho por dichos tribunales.

A falta de acuerdo, la indemnización deberá ser pagada en dinero efectivo
al contado.

La toma de posesión material del bien expropiado tendrá lugar previo pago
del total de la indemnización, la que, a falta de acuerdo, será determinada pro-
visionalmente por peritos en la forma que señale la ley. En caso de reclamo
acerca de la procedencia de la expropiación, el juez podrá, con el mérito de los
antecedentes que se invoquen, decretar la suspensión de la toma de posesión.

El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible
de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas me-
talíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sus-
tancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la pro-
piedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas
entrañas estuvieren situadas. Los predios superficiales estarán sujetos a las
obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la ex-
plotación y el beneficio de dichas minas.
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Corresponde a la ley determinar qué sustancias de aquellas a que se refiere
el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos líquidos o gaseosos, pue-
den ser objeto de concesiones de exploración o de explotación. Dichas conce-
siones se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, con-
ferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que
tendrá el carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al
dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que
justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será establecido por dicha ley,
tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y
contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple
extinción del dominio sobre la concesión. En todo caso, dichas causales y sus
efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión.

Será de competencia exclusiva de los tribunales ordinarios de justicia de-
clarar la extinción de tales concesiones. Las controversias que se produzcan
respecto de la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión serán re-
sueltas por ellos; y en caso de caducidad, el afectado podrá requerir de la jus-
ticia la declaración de subsistencia de su derecho.

El dominio del titular sobre su concesión minera está protegido por la ga-
rantía constitucional de que trata este número.

La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que con-
tengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directa-
mente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones admi-
nistrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las
condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto
supremo. Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier espe-
cie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y a
los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen
como de importancia para la seguridad nacional. El Presidente de la República
podrá poner término, en cualquier tiempo, sin expresión de causa y con la in-
demnización que corresponda, a las concesiones administrativas o a los con-
tratos de operación relativos a explotaciones ubicadas en zonas declaradas
de importancia para la seguridad nacional.

Los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constitui-
dos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos;

25.o La libertad de crear y difundir las artes, así como el derecho del autor
sobre sus creaciones intelectuales y artísticas de cualquier especie, por el tiem-
po que señale la ley y que no será inferior al de la vida del titular.

El derecho de autor comprende la propiedad de las obras y otros derechos,
como la paternidad, la edición y la integridad de la obra, todo ello en confor-
midad a la ley.

Se garantiza, también, la propiedad industrial sobre las patentes de inven-
ción, marcas comerciales, modelos, procesos tecnológicos u otras creaciones
análogas, por el tiempo que establezca la ley.
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Será aplicable a la propiedad de las creaciones intelectuales y artísticas y a
la propiedad industrial lo prescrito en los incisos segundo, tercero, cuarto y
quinto del número anterior, y

26.o La seguridad de que los preceptos legales que por mandato de la
Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que
las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos
en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su li-
bre ejercicio.

Artículo 20. El que por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales, su-
fra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y
garantías establecidos en el artículo 19, números 1.o, 2.o, 3.o inciso cuarto, 4.o, 5.o,
6.o, 9.o inciso final, 11.o, 12.o, 13.o, 15.o, 16.o en lo relativo a la libertad de trabajo
y al derecho a su libre elección y libre contratación, y a lo establecido en el in-
ciso cuarto, 19.o, 21.o, 22.o, 23.o, 24.o y 25.o podrá ocurrir por sí o por cualquiera a
su nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que adoptará de inmediato
las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho
y asegurar la debida protección del afectado, sin perjuicio de los demás dere-
chos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.

Procederá también, el recurso de protección en el caso del No. 8. del artí-
culo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contamina-
ción sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o per-
sona determinada.

Artículo 21. Todo individuo que se hallare arrestado, detenido o preso con
infracción de lo dispuesto en la Constitución o en las leyes, podrá ocurrir por sí,
o por cualquiera a su nombre, a la magistratura que señale la ley, a fin de que
ésta ordene se guarden las formalidades legales y adopte de inmediato las pro-
videncias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y ase-
gurar la debida protección del afectado.

Esa magistratura podrá ordenar que el individuo sea traído a su presencia y
su decreto será precisamente obedecido por todos los encargados de las cár-
celes o lugares de detención. Instruida de los antecedentes, decretará su liber-
tad inmediata o hará que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo
a disposición del juez competente, procediendo en todo breve y sumariamente,
y corrigiendo por sí esos defectos o dando cuenta a quien corresponda para
que los corrija.

El mismo recurso, y en igual forma, podrá ser deducido en favor de toda
persona que ilegalmente sufra cualquiera otra privación, perturbación o ame-
naza en su derecho a la libertad personal y seguridad individual. La respectiva
magistratura dictará en tal caso las medidas indicadas en los incisos anteriores
que estime conducentes para restablecer el imperio del derecho y asegurar la
debida protección del afectado.

Artículo 22. Todo habitante de la República debe respeto a Chile y a sus
emblemas nacionales.
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Los chilenos tienen el deber fundamental de honrar a la patria, de defender
su soberanía y de contribuir a preservar la seguridad nacional y los valores
esenciales de la tradición chilena.

El servicio militar y demás cargas personales que imponga la ley son obli-
gatorios en los términos y formas que ésta determine.

Los chilenos en estado de cargar armas deberán hallarse inscritos en los
Registros Militares, si no están legalmente exceptuados.

Artículo 23. Los grupos intermedios de la comunidad y sus dirigentes que
hagan mal uso de la autonomía que la Constitución les reconoce, interviniendo
indebidamente en actividades ajenas a sus fines específicos, serán sancionados
en conformidad a la ley. Son incompatibles los cargos directivos superiores de
las organizaciones gremiales con los cargos directivos superiores, nacionales y
regionales, de los partidos políticos.

La ley establecerá las sanciones que corresponda aplicar a los dirigentes
gremiales que intervengan en actividades político partidistas y a los dirigentes
de los partidos políticos que interfieran en el funcionamiento de las organiza-
ciones gremiales y demás grupos intermedios que la propia ley señale.

CAPITULO IV

GOBIERNO

Presidente de la República

Artículo 24. El Gobierno y la administración del Estado corresponden al
Presidente de la República, quien es el Jefe del Estado.

Su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del
orden público en el interior y la seguridad externa de la República, de acuerdo
con la Constitución y las leyes.

El 21 de mayo de cada año, el Presidente de la República dará cuenta al
país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno.

Artículo 25. Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la
nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1.o ó 2.o del ar-
tículo 10; tener cumplidos treinta y cinco años de edad y poseer las demás ca-
lidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.

El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el
término de cuatro años y no podrá ser reelegido para el período siguiente.

El Presidente de la República no podrá salir del territorio nacional por más
de treinta días ni en los últimos noventa días de su período, sin acuerdo del Se-
nado.
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En todo caso, el Presidente de la República comunicará con la debida anti-
cipación al Senado su decisión de ausentarse del territorio y los motivos que la
justifican.

Artículo 26. El Presidente será elegido en votación directa y por mayoría
absoluta de los sufragios válidamente emitidos. La elección se efectuará con-
juntamente con la de parlamentarios, en la forma que determine la ley orgá-
nica constitucional respectiva, noventa días antes de aquél en que deba cesar
en el cargo el que esté en funciones.

Si a la elección de Presidente se presentaren más de dos candidatos y nin-
guno de ellos obtuviere más de la mitad de los sufragios válidamente emitidos,
se procederá a una nueva elección que se verificará, en la forma que determine
la ley, quince días después de que el Tribunal Calificador, dentro del plazo se-
ñalado en el artículo siguiente, haga la correspondiente declaración. Esta elec-
ción se circunscribirá a los dos candidatos que hubieren obtenido las más altas
mayorías relativas.

Para los efectos de lo dispuesto en los dos incisos precedentes, los votos en
blanco y los nulos se considerarán como no emitidos.

En caso de muerte de uno o de ambos candidatos a que se refiere el inciso
segundo, el Presidente de la República convocará a una nueva elección dentro
del plazo de treinta días, contado desde la fecha del deceso. La elección se ce-
lebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.

Si expirase el mandato del Presidente de la República en ejercicio antes de
la fecha de asunción del Presidente que se elija en conformidad al inciso ante-
rior, se aplicará, en lo pertinente, la norma contenida en el inciso primero del
artículo 28.

Artículo 27. El proceso de calificación de la elección presidencial deberá
quedar concluido dentro de los cuarenta días siguientes a la primera elección o
de los veinticinco días siguientes a la segunda.

El Tribunal Calificador de Elecciones comunicará de inmediato al Presiden-
te del Senado la proclamación de Presidente electo que haya efectuado.

El Congreso Pleno, reunido en sesión pública noventa días después de la
primera o única elección y con los miembros que asistan, tomará conocimien-
to de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador proclama al Pre-
sidente electo.

En este mismo acto, el Presidente electo prestará ante el Presidente del Se-
nado, juramento o promesa de desempeñar fielmente el cargo de Presidente de
la República, conservar la independencia de la Nación, guardar y hacer guardar
la Constitución y las leyes, y de inmediato asumirá sus funciones.

Artículo 28. Si el Presidente electo se hallare impedido para tomar pose-
sión del cargo, asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la
República, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la Cáma-
ra de Diputados, y a falta de éste, el Presidente de la Corte Suprema.
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Con todo, si el impedimento del Presidente electo fuere absoluto o debiere
durar indefinidamente, el Vicepresidente, en los diez días siguientes al acuerdo
del Senado adoptado en conformidad al artículo 53, No. 7.o, expedirá las órde-
nes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a
nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones.
El Presidente de la República así elegido asumirá sus funciones en la oportu-
nidad que señale esa ley, y durará en el ejercicio de ellas hasta el día en que le
habría correspondido cesar en el cargo al electo que no pudo asumir y cuyo im-
pedimento hubiere motivado la nueva elección.

Artículo 29. Si por impedimento temporal, sea por enfermedad, ausencia
del territorio u otro grave motivo, el Presidente de la República no pudiere ejer-
cer su cargo, le subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el
Ministro titular a quien corresponda de acuerdo con el orden de precedencia le-
gal. A falta de éste, la subrogación corresponderá al Ministro titular que siga en
ese orden de precedencia y, a falta de todos ellos, le subrogarán sucesivamente
el Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados y el Presi-
dente de la Corte Suprema.

En caso de vacancia del cargo de Presidente de la República, se producirá la
subrogación como en las situaciones del inciso anterior, y se procederá a elegir
sucesor en conformidad a las reglas de los incisos siguientes.

Si la vacancia se produjere faltando menos de dos años para la próxima
elección presidencial, el Presidente será elegido por el Congreso Pleno por la
mayoría absoluta de los senadores y diputados en ejercicio. La elección por el
Congreso será hecha dentro de los diez días siguientes a la fecha de la vacan-
cia y el elegido asumirá su cargo dentro de los treinta días siguientes.

Si la vacancia se produjere faltando dos años o más para la próxima elec-
ción presidencial, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su
mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para el sexagé-
simo día después de la convocatoria. El Presidente que resulte elegido asumi-
rá su cargo el décimo día después de su proclamación.

El Presidente elegido conforme a alguno de los incisos precedentes durará
en el cargo hasta completar el período que restaba a quien se reemplace y no
podrá postular como candidato a la elección presidencial siguiente.

Artículo 30. El Presidente cesará en su cargo el mismo día en que se com-
plete su período y le sucederá el recientemente elegido

El que haya desempeñado este cargo por el período completo, asumirá, in-
mediatamente, y de pleno derecho, la dignidad oficial de ex Presidente de la
República.

En virtud de esta calidad, le serán aplicables las disposiciones de los incisos
segundo, tercero y cuarto del artículo 61 y el artículo 62.

No la alcanzará el ciudadano que llegue a ocupar el cargo de Presidente de
la República por vacancia del mismo ni quien haya sido declarado culpable en
juicio político seguido en su contra.
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El ex Presidente de la República que asuma alguna función remunerada con
fondos públicos, dejará, en tanto la desempeñe, de percibir la dieta, mante-
niendo, en todo caso, el fuero. Se exceptúan los empleos docentes y las fun-
ciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media y espe-
cial.

Artículo 31. El Presidente designado por el Congreso Pleno o, en su caso, el
Vicepresidente de la República tendrá todas las atribuciones que esta Consti-
tución confiere al Presidente de la República.

Artículo 32. Son atribuciones especiales del Presidente de la República:

1.o Concurrir a la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, san-
cionarlas y promulgarlas;

2.o Pedir, indicando los motivos, que se cite a sesión a cualquiera de las ra-
mas del Congreso Nacional. En tal caso, la sesión deberá celebrarse a la bre-
vedad posible;

3.o Dictar, previa delegación de facultades del Congreso, decretos con fuer-
za de ley sobre las materias que señala la Constitución;

4.o Convocar a plebiscito en los casos del artículo 128;

5.o Declarar los estados de excepción constitucional en los casos y formas
que se señalan en esta Constitución;

6.o Ejercer la potestad reglamentaria en todas aquellas materias que no
sean propias del dominio legal, sin perjuicio de la facultad de dictar los demás
reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para la ejecu-
ción de las leyes;

7.o Nombrar y remover a su voluntad a los ministros de Estado, subsecre-
tarios, intendentes y gobernadores;

8.o Designar a los embajadores y ministros diplomáticos, y a los represen-
tantes ante organismos internacionales. Tanto estos funcionarios como los se-
ñalados en el No. 7.o precedente, serán de la confianza exclusiva del Presi-
dente de la República y se mantendrán en sus puestos mientras cuenten con
ella;

9.o Nombrar al Contralor General de la República con acuerdo del Senado;

10.o Nombrar y remover a los funcionarios que la ley denomina como de su
exclusiva confianza y proveer los demás empleos civiles en conformidad a la
ley. La remoción de los demás funcionarios se hará de acuerdo a las disposi-
ciones que ésta determine;

11.o Conceder jubilaciones, retiros, montepíos y pensiones de gracia, con
arreglo a las leyes;

12.o Nombrar a los magistrados y fiscales judiciales de las Cortes de Ape-
laciones y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de las Cor-
tes de Apelaciones, respectivamente; al miembro del Tribunal Constitucional
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que le corresponde designar; y a los magistrados y fiscales judiciales de la Cor-
te Suprema y al Fiscal Nacional, a proposición de dicha Corte y con acuerdo del
Senado, todo ello conforme a lo prescrito en esta Constitución;

13.o Velar por la conducta ministerial de los jueces y demás empleados
del Poder Judicial y requerir, con tal objeto, a la Corte Suprema para que, si
procede, declare su mal comportamiento, o al ministerio público, para que re-
clame medidas disciplinarias del tribunal competente, o para que, si hubiere
mérito bastante, entable la correspondiente acusación;

14.o Otorgar indultos particulares en los casos y formas que determine la
ley. El indulto será improcedente en tanto no se haya dictado sentencia ejecu-
toriada en el respectivo proceso. Los funcionarios acusados por la Cámara de
Diputados y condenados por el Senado, sólo pueden ser indultados por el
Congreso;

15.o Conducir las relaciones políticas con las potencias extranjeras y orga-
nismos internacionales, y llevar a cabo las negociaciones; concluir, firmar y ra-
tificar los tratados que estime convenientes para los intereses del país, los
que deberán ser sometidos a la aprobación del Congreso conforme a lo pres-
crito en el artículo 54 No. 1.o Las discusiones y deliberaciones sobre estos ob-
jetos serán secretas si el Presidente de la República así lo exigiere;

15.o Designar y remover a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Ar-
mada, de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros en conformidad
al artículo 104, y disponer los nombramientos, ascensos y retiros de los Ofi-
ciales de las Fuerzas Armadas y de Carabineros en la forma que señala el artí-
culo 105;

16.o Disponer de las fuerzas de aire, mar y tierra, organizarlas y distribuirlas
de acuerdo con las necesidades de la seguridad nacional;

17.o Asumir, en caso de guerra, la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas;

18.o Declarar la guerra, previa autorización por ley, debiendo dejar cons-
tancia de haber oído al Consejo de Seguridad Nacional, y

19.o Cuidar de la recaudación de las rentas públicas y decretar su inversión
con arreglo a la ley. El Presidente de la República, con la firma de todos los Mi-
nistros de Estado, podrá decretar pagos no autorizados por la ley, para atender
necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, de agresión
exterior, de conmoción interna, de grave daño o peligro para la seguridad na-
cional o del agotamiento de los recursos destinados a mantener servicios que
no puedan paralizarse sin serio perjuicio para el país. El total de los giros que se
hagan con estos objetos no podrá exceder anualmente del dos por ciento (2%)
del monto de los gastos que autorice la Ley de Presupuestos. Se podrá contra-
tar empleados con cargo a esta misma Ley, pero sin que el ítem respectivo pue-
da ser incrementado ni disminuido mediante traspasos. Los Ministros de Esta-
do o funcionarios que autoricen o den curso a gastos que contravengan lo
dispuesto en este número serán responsables solidaria y personalmente de su
reintegro, y culpables del delito de malversación de caudales públicos.
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Ministros de Estado

Artículo 33. Los Ministros de Estado son los colaboradores directos e in-
mediatos del Presidente de la República en el gobierno y administración del Es-
tado.

La Ley determinará el número y organización de los Ministerios, como
también el orden de precedencia de los Ministros titulares.

El Presidente de la República podrá encomendar a uno o más Ministros la
coordinación de la labor que corresponde a los Secretarios de Estado y las re-
laciones del Gobierno con el Congreso Nacional.

Artículo 34. Para ser nombrado Ministro se requiere ser chileno, tener
cumplidos veintiún años de edad y reunir los requisitos generales para el in-
greso a la Administración Pública.

En los casos de ausencia, impedimento o renuncia de un Ministro, o cuan-
do por otra causa se produzca la vacancia del cargo, será reemplazado en la for-
ma que establezca la ley.

Artículo 35. Los reglamentos y decretos del Presidente de la República
deberán firmarse por el Ministro respectivo y no serán obedecidos sin este
esencial requisito.

Los decretos e instrucciones podrán expedirse con la sola firma del Minis-
tro respectivo, por orden del Presidente de la República, en conformidad a las
normas que al efecto establezca la ley.

Artículo 36. Los Ministros serán responsables individualmente de los actos
que firmaren y solidariamente de los que suscribieren o acordaren con los
otros Ministros.

Artículo 37. Los Ministros podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir
a las sesiones de la Cámara de Diputados o del Senado, y tomar parte en sus
debates, con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto.
Durante la votación podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos
por cualquier diputado o senador al fundamentar su voto.

Sin perjuicio de lo anterior, los Ministros deberán concurrir personalmente
a las sesiones especiales que la Cámara de Diputados o el Senado convoquen
para informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de
las correspondientes Secretarías de Estado, acuerden tratar.

Bases generales de la Administración del Estado

Artículo 38. Una ley orgánica constitucional determinará la organización bá-
sica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los prin-
cipios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará
tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el
perfeccionamiento de sus integrantes.
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Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración
del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante
los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pu-
diere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.

Estados de excepción constitucional

Artículo 39. El ejercicio de los derechos y garantías que la Constitución
asegura a todas las personas sólo puede ser afectado bajo las siguientes si-
tuaciones de excepción: guerra externa o interna, conmoción interior, emer-
gencia y calamidad pública, cuando afecten gravemente el normal desenvol-
vimiento de las instituciones del Estado.

Artículo 40. El estado de asamblea, en caso de guerra exterior, y el estado
de sitio, en caso de guerra interna o grave conmoción interior, lo declarará el
Presidente de la República, con acuerdo del Congreso Nacional. La declaración
deberá determinar las zonas afectadas por el estado de excepción correspon-
diente.

El Congreso Nacional, dentro del plazo de cinco días contado desde la fe-
cha en que el Presidente de la República someta la declaración de estado de
asamblea o de sitio a su consideración, deberá pronunciarse aceptando o re-
chazando la proposición, sin que pueda introducirle modificaciones. Si el Con-
greso no se pronunciara dentro de dicho plazo, se entenderá que aprueba la
proposición del Presidente.

Sin embargo, el Presidente de la República podrá aplicar el estado de
asamblea o de sitio de inmediato mientras el Congreso se pronuncia sobre la
declaración, pero en este último estado sólo podrá restringir el ejercicio del de-
recho de reunión. Las medidas que adopte el Presidente de la República en tan-
to no se reúna el Congreso Nacional, podrán ser objeto de revisión por los tri-
bunales de justicia, sin que sea aplicable, entre tanto, lo dispuesto en el
artículo 45.

La declaración de estado de sitio sólo podrá hacerse por un plazo de quin-
ce días, sin perjuicio de que el Presidente de la República solicite su prórroga.
El estado de asamblea mantendrá su vigencia por el tiempo que se extienda la
situación de guerra exterior, salvo que el Presidente de la República disponga
su suspensión con anterioridad.

Artículo 41. El estado de catástrofe, en caso de calamidad pública, lo de-
clarará el Presidente de la República, determinando la zona afectada por la mis-
ma.

El Presidente de la República estará obligado a informar al Congreso Na-
cional de las medidas adoptadas en virtud del estado de catástrofe. El Con-
greso Nacional podrá dejar sin efecto la declaración transcurridos ciento ochen-
ta días desde ésta si las razones que la motivaron hubieran cesado en forma
absoluta. Con todo, el Presidente de la República sólo podrá declarar el estado
de catástrofe por un período superior a un año con acuerdo del Congreso Na-
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cional. El referido acuerdo se tramitará en la forma establecida en el inciso se-
gundo del artículo 40.

Declarado el estado de catástrofe, las zonas respectivas quedarán bajo la
dependencia inmediata del Jefe de la Defensa Nacional que designe el Presi-
dente de la República. Este asumirá la dirección y supervigilancia de su juris-
dicción con las atribuciones y deberes que la ley señale.

Artículo 42. El estado de emergencia, en caso de grave alteración del orden
público o de grave daño para la seguridad de la Nación, lo declarará el Presi-
dente de la República, determinando las zonas afectadas por dichas circuns-
tancias. El estado de emergencia no podrá extenderse por más de quince días,
sin perjuicio de que el Presidente de la República pueda prorrogarlo por igual
período. Sin embargo, para sucesivas prórrogas, el Presidente requerirá siem-
pre del acuerdo del Congreso Nacional. El referido acuerdo se tramitará en la
forma establecida en el inciso segundo del artículo 40.

Declarado el estado de emergencia, las zonas respectivas quedarán bajo la
dependencia inmediata del Jefe de la Defensa Nacional que designe el Presi-
dente de la República. Este asumirá la dirección y supervigilancia de su juris-
dicción con las atribuciones y deberes que la ley señale.

El Presidente de la República estará obligado a informar al Congreso Na-
cional de las medidas adoptadas en virtud del estado de emergencia.

Artículo 43. Por la declaración del estado de asamblea, el Presidente de la
República queda facultado para suspender o restringir la libertad personal, el
derecho de reunión y la libertad de trabajo. Podrá, también, restringir el ejer-
cicio del derecho de asociación, interceptar, abrir o registrar documentos y toda
clase de comunicaciones, disponer requisiciones de bienes y establecer limi-
taciones al ejercicio del derecho de propiedad.

Por la declaración de estado de sitio, el Presidente de la República podrá
restringir la libertad de locomoción y arrestar a las personas en sus propias
moradas o en lugares que la ley determine y que no sean cárceles ni estén des-
tinados a la detención o prisión de reos comunes. Podrá, además, suspender o
restringir el ejercicio del derecho de reunión.

Por la declaración del estado de catástrofe, el Presidente de la República
podrá restringir las libertades de locomoción y de reunión. Podrá, asimismo,
disponer requisiciones de bienes, establecer limitaciones al ejercicio del dere-
cho de propiedad y adoptar todas las medidas extraordinarias de carácter ad-
ministrativo que sean necesarias para el pronto restablecimiento de la nor-
malidad en la zona afectada.

Por la declaración del estado de emergencia, el Presidente de la República
podrá restringir las libertades de locomoción y de reunión.

Artículo 44. Una ley orgánica constitucional regulará los estados de ex-
cepción, así como su declaración y la aplicación de las medidas legales y ad-
ministrativas que procediera adoptar bajo aquéllos. Dicha ley contemplará lo
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estrictamente necesario para el pronto restablecimiento de la normalidad
constitucional y no podrá afectar las competencias y el funcionamiento de
los órganos constitucionales ni los derechos e inmunidades de sus respectivos
titulares.

Las medidas que se adopten durante los estados de excepción no podrán,
bajo ninguna circunstancia, prolongarse más allá de la vigencia de los mismos.

Artículo 45. Los tribunales de justicia no podrán calificar los fundamentos
ni las circunstancias de hecho invocados por la autoridad para decretar los es-
tados de excepción, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 39. No obstante,
respecto de las medidas particulares que afecten derechos constitucionales,
siempre existirá la garantía de recurrir ante las autoridades judiciales a través
de los recursos que corresponda.

Las requisiciones que se practiquen darán lugar a indemnizaciones en con-
formidad a la ley. También darán derecho a indemnización las limitaciones
que se impongan al derecho de propiedad cuando importen privación de al-
guno de sus atributos o facultades esenciales y con ello se cause daño.

CAPITULO V

CONGRESO NACIONAL

Artículo 46. El Congreso Nacional se compone de dos ramas: la Cámara de
Diputados y el Senado. Ambas concurren a la formación de las leyes en con-
formidad a esta Constitución y tienen las demás atribuciones que ella establece.

Composición y generación de la Cámara de Diputados y del Senado.

Artículo 47. La Cámara de Diputados está integrada por 120 miembros
elegidos en votación directa por los distritos electorales que establezca la ley or-
gánica constitucional respectiva.

La Cámara de Diputados se renovará en su totalidad cada cuatro años.

Artículo 48. Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano con dere-
cho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad, haber cursado la Ense-
ñanza Media o equivalente y tener residencia en la región a que pertenezca el
distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a dos años, con-
tando hacia atrás desde el día de la elección.

Artículo 49. El Senado se compone de miembros elegidos en votación di-
recta por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del
país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Se-
nadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección.

Los Senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternada-
mente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los repre-
sentantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las re-
giones de número par y de la Región Metropolitana.».
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Artículo 50. Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con dere-
cho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cum-
plidos treinta y cinco años de edad el día de la elección.

Artículo 51. Se entenderá que los diputados tienen por el solo ministerio de
la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en
ejercicio de su cargo.

Las elecciones de diputados y de senadores que corresponda elegir por vo-
tación directa se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser re-
elegidos en sus cargos.

Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán por el ciuda-
dano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que pro-
dujo la vacante al momento de ser elegido.

Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplaza-
dos.

Los parlamentarios elegidos como independientes que hubieren postulado
integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán reempla-
zados con el ciudadano que señale el partido indicado por el respectivo parla-
mentario al momento de presentar su declaración de candidatura.

El reemplazante deberá reunir los requisitos para ser elegido diputado o se-
nador, según el caso. Con todo, un diputado podrá ser nominado para ocupar
el puesto de un senador, debiendo aplicarse, en ese caso, las normas de los in-
cisos anteriores para llenar la vacante que deja el diputado, quien al asumir su
nuevo cargo cesará en el que ejercía.

El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el término que fal-
taba a quien originó la vacante.

En ningún caso procederán elecciones complementarias.

Atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados

Artículo 52. Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados:

1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara
puede:

a) Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de
los diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la
República, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro de Es-
tado que corresponda, dentro de treinta días.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto favorable de un
tercio de los miembros presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados
antecedentes al Gobierno. El Presidente de la República contestará fundada-
mente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del
mismo plazo señalado en el párrafo anterior.
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En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes
afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado;

b) Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos un tercio de los
diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en relación con materias
vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo, un mismo Ministro no podrá ser
citado para este efecto más de tres veces dentro de un año calendario, sin pre-
vio acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio.

La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder a las pre-
guntas y consultas que motiven su citación, y

c) Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a lo menos dos
quintos de los diputados en ejercicio, con el objeto de reunir informaciones re-
lativas a determinados actos del Gobierno.

Las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus miembros,
podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes. Los Ministros de Estado,
los demás funcionarios de la Administración y el personal de las empresas del
Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que sean ci-
tados por estas comisiones, estarán obligados a comparecer y a suministrar los
antecedentes y las informaciones que se les soliciten.

No obstante, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres ve-
ces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría ab-
soluta de sus miembros.

La ley orgánica constitucional del Congreso Nacional regulará el funciona-
miento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de pro-
teger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas.

2) Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más
de veinte de sus miembros formulen en contra de las siguientes personas:

a) Del Presidente de la República, por actos de su administración que hayan
comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, o infringido
abiertamente la Constitución o las leyes. Esta acusación podrá interponerse
mientras el Presidente esté en funciones y en los seis meses siguientes a su ex-
piración en el cargo. Durante este último tiempo no podrá ausentarse de la Re-
pública sin acuerdo de la Cámara;

b) De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente el ho-
nor o la seguridad de la Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber
dejado éstas sin ejecución, y por los delitos de traición, concusión, malversa-
ción de fondos públicos y soborno;

c) De los magistrados de los tribunales superiores de justicia y del Contra-
lor General de la República, por notable abandono de sus deberes;

d) De los generales o almirantes de las instituciones pertenecientes a las
Fuerzas de la Defensa Nacional, por haber comprometido gravemente el honor
o la seguridad de la Nación, y
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e) De los intendentes y gobernadores, por infracción de la Constitución y
por los delitos de traición, sedición, malversación de fondos públicos y concu-
sión.

La acusación se tramitará en conformidad a la ley orgánica constitucional
relativa al Congreso.

Las acusaciones referidas en las letras b), c), d) y e) podrán interponerse
mientras el afectado esté en funciones o en los tres meses siguientes a la ex-
piración en su cargo. Interpuesta la acusación, el afectado no podrá ausentarse
del país sin permiso de la Cámara y no podrá hacerlo en caso alguno si la acu-
sación ya estuviere aprobada por ella.

Para declarar que ha lugar la acusación en contra del Presidente de la Re-
pública se necesitará el voto de la mayoría de los diputados en ejercicio.

En los demás casos se requerirá el de la mayoría de los diputados presen-
tes y el acusado quedará suspendido en sus funciones desde el momento en
que la Cámara declare que ha lugar la acusación. La suspensión cesará si el Se-
nado desestimare la acusación o si no se pronunciare dentro de los treinta días
siguientes.

Atribuciones exclusivas del Senado

Artículo 53. Son atribuciones exclusivas del Senado:

1) Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable con
arreglo al artículo anterior.

El Senado resolverá como jurado y se limitará a declarar si el acusado es o
no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa.

La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los dos tercios
de los senadores en ejercicio cuando se trate de una acusación en contra del
Presidente de la República, y por la mayoría de los senadores en ejercicio en los
demás casos.

Por la declaración de culpabilidad queda el acusado destituido de su cargo,
y no podrá desempeñar ninguna función pública, sea o no de elección popular,
por el término de cinco años.

El funcionario declarado culpable será juzgado de acuerdo a las leyes por el
tribunal competente, tanto para la aplicación de la pena señalada al delito, si lo
hubiere, cuanto para hacer efectiva la responsabilidad civil por los daños y per-
juicios causados al Estado o a particulares;

2) Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cual-
quier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con mo-
tivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en
el desempeño de su cargo;
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3) Conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las au-
toridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia;

4) Otorgar la rehabilitación de la ciudadanía en el caso del artículo 17, nú-
mero 3.o de esta Constitución;

5) Prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la Repú-
blica, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.

Si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la
urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asenti-
miento;

6) Otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda au-
sentarse del país por más de treinta días o en los últimos noventa días de su
período;

7) Declarar la inhabilidad del Presidente de la República o del Presidente
electo cuando un impedimento físico o mental lo inhabilite para el ejercicio de
sus funciones; y declarar asimismo, cuando el Presidente de la República haga
dimisión de su cargo, si los motivos que la originan son o no fundados y, en
consecuencia, admitirla o desecharla. En ambos casos deberá oír previamente
al Tribunal Constitucional;

8) Aprobar, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la declaración del
Tribunal Constitucional a que se refiere la segunda parte del N.o 10.o del artícu-
lo 93;

9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto
conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación de los
ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional, y

10) Dar su dictamen al Presidente de la República en los casos en que éste
lo solicite.

El Senado, sus comisiones y sus demás órganos, incluidos los comités
parlamentarios si los hubiere, no podrán fiscalizar los actos del gobierno ni de
las entidades que de él dependan, ni adoptar acuerdos que impliquen fiscali-
zación.

Atribuciones exclusivas del Congreso

Artículo 54. Son atribuciones del Congreso:

1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Pre-
sidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado re-
querirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al
artículo 66, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el
alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o for-
mularle.
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El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones in-
terpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aproba-
ción, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tra-
tado o en las normas generales de derecho internacional.

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que
celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva
aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No
requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presi-
dente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o
suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las
normas generales de Derecho Internacional.

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para de-
nunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas
Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por
éste. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad
a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el or-
den jurídico chileno.

En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el
Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro
de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.

El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y
que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un
tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la
ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronun-
ciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en
que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este tér-
mino, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.

De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a
hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada
en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretati-
vas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la
suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autori-
zar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dic-
te las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal
cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo
y siguientes del artículo 64, y

2) Pronunciarse, cuando corresponda, respecto de los estados de excepción
constitucional, en la forma prescrita por el inciso segundo del artículo 40.

Artículo 55. El Congreso Nacional se instalará e iniciará su período de se-
siones en la forma que determine su ley orgánica constitucional.
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En todo caso, se entenderá siempre convocado de pleno derecho para co-
nocer de la declaración de estados de excepción constitucional.

La ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero, regulará la tra-
mitación de las acusaciones constitucionales, la calificación de las urgencias
conforme lo señalado en el artículo 74 y todo lo relacionado con la tramitación
interna de la ley.

Artículo 56. La Cámara de Diputados y el Senado no podrán entrar en se-
sión ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la tercera parte de sus miem-
bros en ejercicio.

Cada una de las Cámaras establecerá en su propio reglamento la clausura
del debate por simple mayoría.

Normas comunes para los diputados y senadores

Artículo 57. No pueden ser candidatos a diputados ni a senadores:

1) Los Ministros de Estado;

2) Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los miembros de los con-
sejos regionales, los concejales y los subsecretarios;

3) Los miembros del Consejo del Banco Central;

4) Los magistrados de los tribunales superiores de justicia y los jueces de
letras;

5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de
Elecciones y de los tribunales electorales regionales;

6) El Contralor General de la República;

7) Las personas que desempeñen un cargo directivo de naturaleza gremial
o vecinal;

8) Las personas naturales y los gerentes o administradores de personas ju-
rídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado;

9) El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos del Mi-
nisterio Público, y

10) Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aé-
rea, el General Director de Carabineros, el Director General de la Policía de In-
vestigaciones y los oficiales pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las
Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

La inhabilidades establecidas en este artículo serán aplicables a quienes hu-
bieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inme-
diatamente anterior a la elección; excepto respecto de las personas menciona-
das en los números 7) y 8), las que no deberán reunir esas condiciones al
momento de inscribir su candidatura y de las indicadas en el número 9), res-
pecto de las cuales el plazo de la inhabilidad será de los dos años inmediata-
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mente anteriores a la elección. Si no fueren elegidos en una elección no podrán
volver al mismo cargo ni ser designados para cargos análogos a los que de-
sempeñaron hasta un año después del acto electoral.

Artículo 58. Los cargos de diputados y senadores son incompatibles entre
sí y con todo empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las mu-
nicipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las em-
presas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capi-
tal, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan
los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la en-
señanza superior, media y especial.

Asimismo, los cargos de diputados y senadores son incompatibles con las
funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las en-
tidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las
que el Estado tenga participación por aporte de capital.

Por el solo hecho de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elec-
ciones, el diputado o senador cesará en el otro cargo, empleo o comisión in-
compatible que desempeñe.

Artículo 59. Ningún diputado o senador, desde el momento de su procla-
mación por el Tribunal Calificador de Elecciones puede ser nombrado para un
empleo, función o comisión de los referidos en el artículo anterior.

Esta disposición no rige en caso de guerra exterior; ni se aplica a los cargos
de Presidente de la República, Ministro de Estado y agente diplomático; pero
sólo los cargos conferidos en estado de guerra son compatibles con las fun-
ciones de diputado o senador.

Artículo 60. Cesará en el cargo el diputado o senador que se ausentare del
país por más de treinta días sin permiso de la Cámara a que pertenezca o, en
receso de ella, de su Presidente.

Cesará en el cargo el diputado o senador que durante su ejercicio celebrare
o caucionare contratos con el Estado, el que actuare como abogado o man-
datario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agen-
te en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de em-
pleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza. En la
misma sanción incurrirá el que acepte ser director de banco o de alguna so-
ciedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en estas activida-
des.

La inhabilidad a que se refiere el inciso anterior tendrá lugar sea que el di-
putado o senador actúe por sí o por interpósita persona, natural, o jurídica, o
por medio de una sociedad de personas de la que forme parte.

Cesará en su cargo el diputado o senador que ejercite influencia ante las au-
toridades administrativas o judiciales en favor o representación del empleador
o de los trabajadores en negociaciones o conflictos laborales, sean del sector
público o privado, o que intervengan en ellos ante cualquiera de las partes.
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Igual sanción se aplicará al parlamentario que actúe o intervenga en actividades
estudiantiles, cualquiera que sea la rama de la enseñanza, con el objeto de aten-
tar contra su normal desenvolvimiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso séptimo del número 15.o del artí-
culo 19, cesará asimismo, en sus funciones el diputado o senador que de pala-
bra o por escrito incite a la alteración del orden público o propicie el cambio del
orden jurídico institucional por medios distintos de los que establece esta
Constitución, o que comprometa gravemente la seguridad o el honor de la
Nación.

Quien perdiere el cargo de diputado o senador por cualquiera de las cau-
sales señaladas precedentemente no podrá optar a ninguna función o empleo
público, sea o no de elección popular, por el término de dos años, salvo los ca-
sos del inciso séptimo del número 15.o del artículo 19, en los cuales se aplicarán
las sanciones allí contempladas.

Cesará, asimismo, en sus funciones el diputado o senador que, durante su
ejercicio, pierda algún requisito general de elegibilidad o incurra en alguna de
las causales de inhabilidad a que se refiere el artículo 57, sin perjuicio de la ex-
cepción contemplada en el inciso segundo del artículo 59 respecto de los Mi-
nistros de Estado.

Los diputados y senadores podrán renunciar a sus cargos cuando les afec-
te una enfermedad grave que les impida desempeñarlos y así lo califique el Tri-
bunal Constitucional.

Artículo 61. Los diputados y senadores sólo son inviolables por las opi-
niones que manifiesten y los votos que emitan en el desempeño de sus cargos,
en sesiones de sala o de comisión.

Ningún diputado o senador, desde el día de su elección o desde su jura-
mento, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso
de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en ple-
no, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a formación
de causa. De esta resolución podrá apelarse para ante la Corte Suprema.

En caso de ser arrestado algún diputado o senador por delito flagrante, será
puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la
información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, con-
forme a lo dispuesto en el inciso anterior.

Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a
formación de causa, queda el diputado o senador imputado suspendido de su
cargo y sujeto al juez competente.

Artículo 62. Los diputados y senadores percibirán como única renta una
dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado incluidas todas
las asignaciones que a éstos correspondan.
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Materias de Ley

Artículo 63. Sólo son materias de ley:

1) Las que en virtud de la Constitución deben ser objeto de leyes orgánicas
constitucionales;

2) Las que la Constitución exija que sean reguladas por una ley;

3) Las que son objeto de codificación, sea civil, comercial, procesal, penal u
otra;

4) Las materias básicas relativas al régimen jurídico laboral, sindical, pre-
visional y de seguridad social;

5) Las que regulen honores públicos a los grandes servidores;

6) Las que modifiquen la forma o características de los emblemas nacio-
nales;

7) Las que autoricen al Estado, a sus organismos y a las municipalidades,
para contratar empréstitos, los que deberán estar destinados a financiar pro-
yectos específicos. La ley deberá indicar las fuentes de recursos con cargo a los
cuales deba hacerse el servicio de la deuda. Sin embargo, se requerirá de una
ley de quórum calificado para autorizar la contratación de aquellos empréstitos
cuyo vencimiento exceda del término de duración del respectivo período pre-
sidencial.

Lo dispuesto en este número no se aplicará al Banco Central;

8) Las que autoricen la celebración de cualquier clase de operaciones que
puedan comprometer en forma directa o indirecta el crédito o la responsabili-
dad financiera del Estado, sus organismos y de las municipalidades.

Esta disposición no se aplicará al Banco Central;

9) Las que fijen las normas con arreglo a las cuales las empresas del Estado
y aquellas en que éste tenga participación puedan contratar empréstitos, los
que en ningún caso podrán efectuarse con el Estado, sus organismos o em-
presas;

10) Las que fijen las normas sobre enajenación de bienes del Estado o de
las municipalidades y sobre su arrendamiento o concesión;

11) Las que establezcan o modifiquen la división política y administrativa
del país;

12) Las que señalen el valor, tipo y denominación de las monedas y el sis-
tema de pesos y medidas;

13) Las que fijen las fuerzas de aire, mar y tierra que han de mantenerse en
pie en tiempo de paz o de guerra, y las normas para permitir la entrada de tro-
pas extranjeras en el territorio de la República, como asimismo, la salida de tro-
pas nacionales fuera de él;

12_F Zuñiga  7/8/78 12:34  Página 444



CONSTITUCIÓN DEL BICENTENARIO (CHILE). REFORMA CONSTITUCIONAL...

© UNED. Revista de Derecho Político 445
N.o 66 - 2006

14) Las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa exclusi-
va del Presidente de la República;

15) Las que autoricen la declaración de guerra, a propuesta del Presidente
de la República;

16) Las que concedan indultos generales y amnistías y las que fijen las nor-
mas generales con arreglo a las cuales debe ejercerse la facultad del Presiden-
te de la República para conceder indultos particulares y pensiones de gracia.

Las leyes que concedan indultos generales y amnistías requerirán siempre
de quórum calificado. No obstante, este quórum será de las dos terceras partes
de los diputados y senadores en ejercicio cuando se trate de delitos contem-
plados en el artículo 9.o;

17) Las que señalen la ciudad en que debe residir el Presidente de la Repú-
blica, celebrar sus sesiones el Congreso Nacional y funcionar la Corte Suprema
y el Tribunal Constitucional;

18) Las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los actos de la
administración pública;

19) Las que regulen el funcionamiento de loterías, hipódromos y apuestas
en general, y

20) Toda otra norma de carácter general y obligatorio que estatuya las ba-
ses esenciales de un ordenamiento jurídico.

Artículo 64. El Presidente de la República podrá solicitar autorización al
Congreso Nacional para dictar disposiciones con fuerza de ley durante un pla-
zo no superior a un año sobre materias que correspondan al dominio de la ley.

Esta autorización no podrá extenderse a la nacionalidad, la ciudadanía, las
elecciones ni al plebiscito, como tampoco a materias comprendidas en las ga-
rantías constitucionales o que deban ser objeto de leyes orgánicas constitu-
cionales o de quórum calificado.

La autorización no podrá comprender facultades que afecten a la organiza-
ción, atribuciones y régimen de los funcionarios del Poder Judicial, del Con-
greso Nacional, del Tribunal Constitucional ni de la Contraloría General de la
República.

La ley que otorgue la referida autorización señalará las materias precisas
sobre las que recaerá la delegación y podrá establecer o determinar las limita-
ciones, restricciones y formalidades que se estimen convenientes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Presidente de la
República queda autorizado para fijar el texto refundido, coordinado y siste-
matizado de las leyes cuando sea conveniente para su mejor ejecución. En ejer-
cicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indis-
pensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.
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A la Contraloría General de la República corresponderá tomar razón de
estos decretos con fuerza de ley, debiendo rechazarlos cuando ellos excedan o
contravengan la autorización referida.

Los decretos con fuerza de ley estarán sometidos en cuanto a su publica-
ción, vigencia y efectos, a las mismas normas que rigen para la ley.

Formación de la Ley

Artículo 65. Las leyes pueden tener origen en la Cámara de Diputados o en
el Senado, por mensaje que dirija el Presidente de la República o por moción de
cualquiera de sus miembros. Las mociones no pueden ser firmadas por más de
diez diputados ni por más de cinco senadores.

Las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que sean, sobre los pre-
supuestos de la administración pública y sobre reclutamiento, sólo pueden
tener origen en la Cámara de Diputados. Las leyes sobre amnistía y sobre in-
dultos generales sólo pueden tener origen en el Senado.

Corresponderá al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los
proyectos de ley que tengan relación con la alteración de la división política o
administrativa del país, o con la administración financiera o presupuestaria
del Estado, incluyendo las modificaciones de la Ley de Presupuestos, y con las
materias señaladas en los números 10 y 13 del artículo 63.

Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República, la iniciativa ex-
clusiva para:

1.o Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o na-
turaleza, establecer exenciones o modificar las existentes y determinar su for-
ma, proporcionalidad o progresión;

2.o Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, se-
mifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar
sus funciones o atribuciones.

3.o Contratar empréstitos o celebrar cualquiera otra clase de operaciones
que puedan comprometer el crédito o la responsabilidad financiera del Estado,
de las entidades semifiscales, autónomas, de los gobiernos regionales o de las
municipalidades, y condonar, reducir o modificar obligaciones, intereses u
otras cargas financieras de cualquiera naturaleza, establecidas en favor del
Fisco o de los organismos o entidades referidos;

4.o Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones,
pensiones, montepíos, rentas y cualquier otra clase de emolumentos, présta-
mos o beneficios al personal en servicio o en retiro y a los beneficiarios de
montepíos, en su caso, de la administración pública y demás organismos y en-
tidades anteriormente señalados, como asimismo fijar las remuneraciones mí-
nimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus
remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan
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para determinarlos; todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los números si-
guientes;

5.o Establecer las modalidades y procedimientos de la negociación colecti-
va y determinar los casos en que no se podrá negociar, y

6.o Establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan
en ella, tanto del sector público como del sector privado.

El Congreso Nacional sólo podrá aceptar, disminuir o rechazar los servicios,
empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas so-
bre la materia que proponga el Presidente de la República.

Artículo 66. Las normas legales que interpreten preceptos constitucionales
necesitarán, para su aprobación, modificación o derogación, de las tres quintas
partes de los diputados y senadores en ejercicio.

Las normas legales a las cuales la Constitución confiere el carácter de ley
orgánica constitucional requerirán, para su aprobación, modificación o dero-
gación, de las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio.

Las normas legales de quórum calificado se establecerán, modificarán o de-
rogarán por la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio.

Las demás normas legales requerirán la mayoría de los miembros presen-
tes de cada Cámara, o las mayorías que sean aplicables conforme a los artícu-
los 68 y siguientes.

Artículo 67. El proyecto de Ley de Presupuestos deberá ser presentado
por el Presidente de la República al Congreso Nacional, a lo menos con tres me-
ses de anterioridad a la fecha en que debe empezar a regir; y si el Congreso no
lo despachare dentro de los sesenta días contados desde su presentación, re-
girá el proyecto presentado por el Presidente de la República.

El Congreso Nacional no podrá aumentar ni disminuir la estimación de
los ingresos; sólo podrá reducir los gastos contenidos en el proyecto de Ley de
Presupuestos, salvo los que estén establecidos por ley permanente.

La estimación del rendimiento de los recursos que consulta la Ley de Pre-
supuestos y de los nuevos que establezca cualquiera otra iniciativa de ley, co-
rresponderá exclusivamente al Presidente, previo informe de los organismos
técnicos respectivos.

No podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos
de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes de recursos ne-
cesarios para atender dicho gasto.

Si la fuente de recursos otorgada por el Congreso fuere insuficiente para fi-
nanciar cualquier nuevo gasto que se apruebe, el Presidente de la República, al
promulgar la ley, previo informe favorable del servicio o institución a través del
cual se recaude el nuevo ingreso, refrendado por la Contraloría General de la
República, deberá reducir proporcionalmente todos los gastos, cualquiera que
sea su naturaleza.
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Artículo 68. El proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de
su origen no podrá renovarse sino después de un año. Sin embargo, el Presi-
dente de la República, en caso de un proyecto de su iniciativa, podrá solicitar
que el mensaje pase a la otra Cámara y, si ésta lo aprueba en general por los
dos tercios de sus miembros presentes, volverá a la de su origen y sólo se con-
siderará desechado si esta Cámara lo rechaza con el voto de los dos tercios de
sus miembros presentes.

Artículo 69. Todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones en
los trámites que corresponda, tanto en la Cámara de Diputados como en el Se-
nado; pero en ningún caso se admitirán las que no tengan relación directa
con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.

Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pasará inmediatamente
a la otra para su discusión.

Artículo 70. El proyecto que fuere desechado en su totalidad por la Cáma-
ra revisora será considerado por una comisión mixta de igual número de di-
putados y senadores, la que propondrá la forma y modo de resolver las difi-
cultades. El proyecto de la comisión mixta volverá a la Cámara de origen y, para
ser aprobado tanto en ésta como en la revisora, se requerirá de la mayoría de
los miembros presentes en cada una de ellas. Si la comisión mixta no llegare a
acuerdo, o si la Cámara de origen rechazare el proyecto de esa comisión, el Pre-
sidente de la República podrá pedir que esa Cámara se pronuncie sobre si in-
siste por los dos tercios de sus miembros presentes en el proyecto que aprobó
en el primer trámite. Acordada la insistencia, el proyecto pasará por segunda
vez a la Cámara que lo desechó, y sólo se entenderá que ésta lo reprueba si
concurren para ello las dos terceras partes de sus miembros presentes.

Artículo 71. El proyecto que fuere adicionado o enmendado por la Cámara
revisora volverá a la de su origen y en ésta se entenderán aprobadas las adi-
ciones y enmiendas con el voto de la mayoría de los miembros presentes.

Si las adiciones o enmiendas fueren reprobadas, se formará una comisión
mixta y se procederá en la misma forma indicada en el artículo anterior. En
caso de que en la comisión mixta no se produzca acuerdo para resolver las di-
vergencias entre ambas Cámaras, o si alguna de las Cámaras rechazare la pro-
posición de la comisión mixta, el Presidente de la República podrá solicitar a la
Cámara de origen que considere nuevamente el proyecto aprobado en segun-
do trámite por la revisora. Si la Cámara de origen rechazare las adiciones o mo-
dificaciones por los dos tercios de sus miembros presentes, no habrá ley en esa
parte o en su totalidad; pero, si hubiere mayoría para el rechazo, menor a los
dos tercios, el proyecto pasará a la Cámara revisora, y se entenderá aprobado
con el voto conforme de las dos terceras partes de los miembros presentes de
esta última.

Artículo 72. Aprobado un proyecto por ambas Cámaras será remitido al
Presidente de la República, quien, si también lo aprueba, dispondrá su pro-
mulgación como ley.
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Artículo 73. Si el Presidente de la República desaprueba el proyecto, lo de-
volverá a la Cámara de su origen con las observaciones convenientes, dentro
del término de treinta días.

En ningún caso se admitirán las observaciones que no tengan relación di-
recta con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, a menos que hu-
bieran sido consideradas en el mensaje respectivo.

Si las dos Cámaras aprobaren las observaciones, el proyecto tendrá fuerza
de ley y se devolverá al Presidente para su promulgación.

Si las dos Cámaras desecharen todas o algunas de las observaciones e in-
sistieren por los dos tercios de sus miembros presentes en la totalidad o parte
del proyecto aprobado por ellas, se devolverá al Presidente para su promulga-
ción.

Artículo 74. El Presidente de la República podrá hacer presente la urgencia
en el despacho de un proyecto, en uno o en todos sus trámites, y en tal caso, la
Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.

La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Presidente de la
República de acuerdo a la ley orgánica constitucional relativa al Congreso, la
que establecerá también todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.

Artículo 75. Si el Presidente de la República no devolviere el proyecto
dentro de treinta días, contados desde la fecha de su remisión, se entenderá
que lo aprueba y se promulgará como ley.

La promulgación deberá hacerse siempre dentro del plazo de diez días, con-
tados desde que ella sea procedente.

La publicación se hará dentro de los cincos días hábiles siguientes a la fe-
cha en que quede totalmente tramitado el decreto promulgatorio.

CAPITULO VI

PODER JUDICIAL

Artículo 76. La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de re-
solverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribu-
nales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso
pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pen-
dientes, revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer re-
vivir procesos fenecidos.

Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competen-
cia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley que re-
suelva la contienda o asunto sometidos a su decisión.

Para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los actos
de instrucción que determine la ley, los tribunales ordinarios de justicia y los es-
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peciales que integran el Poder Judicial podrán impartir órdenes directas a la
fuerza pública o ejercer los medios de acción conducentes de que dispusieren.
Los demás tribunales lo harán en la forma que la ley determine.

La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el mandato judicial
y no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o legalidad de la
resolución que se trata de ejecutar.

Artículo 77. Una ley orgánica constitucional determinará la organización y
atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida
administración de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley se-
ñalará las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de
años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fue-
ren nombradas ministros de Corte o jueces letrados.

La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de
los tribunales, sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Su-
prema de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional res-
pectiva.

La Corte Suprema deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días
contados desde la recepción del oficio en que se solicita la opinión pertinente.

Sin embargo, si el Presidente de la República hubiere hecho presente una
urgencia al proyecto consultado, se comunicará esta circunstancia a la Corte.

En dicho caso, la Corte deberá evacuar la consulta dentro del plazo que im-
plique la urgencia respectiva.

Si la Corte Suprema no emitiere opinión dentro de los plazos aludidos, se
tendrá por evacuado el trámite.

Artículo 78. En cuanto al nombramiento de los jueces, la ley se ajustará a
los siguientes preceptos generales.

La Corte Suprema se compondrá de veintiún ministros.

Los ministros y los fiscales judiciales de la Corte Suprema serán nombrados
por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco perso-
nas que, en cada caso, propondrá la misma Corte, y con acuerdo del Senado.
Este adoptará los respectivos acuerdos por los dos tercios de sus miembros en
ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no apro-
bare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá
completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechaza-
do, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.

Cinco de los miembros de la Corte Suprema deberán ser abogados extra-
ños a la administración de justicia, tener a lo menos quince años de título, ha-
berse destacado en la actividad profesional o universitaria y cumplir los demás
requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva.

La Corte Suprema, cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a
un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamen-
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te con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro más an-
tiguo de Corte de Apelaciones que figure en lista de méritos. Los otros cuatro
lugares se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos. Tratán-
dose de proveer una vacante correspondiente a abogados extraños a la admi-
nistración de justicia, la nómina se formará exclusivamente, previo concurso
público de antecedentes, con abogados que cumplan los requisitos señalados
en el inciso cuarto.

Los ministros y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones serán de-
signados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte Su-
prema.

Los jueces letrados serán designados por el Presidente de la República, a
propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la jurisdicción respectiva.

El juez letrado en lo civil o criminal más antiguo de asiento de Corte o el
juez letrado civil o criminal más antiguo del cargo inmediatamente inferior al
que se trata de proveer y que figure en lista de méritos y exprese su interés en
el cargo, ocupará un lugar en la terna correspondiente. Los otros dos lugares se
llenarán en atención al mérito de los candidatos.

La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, formarán las
quinas o las ternas en pleno especialmente convocado al efecto, en una misma
y única votación, donde cada uno de sus integrantes tendrá derecho a votar por
tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan
las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. El empate se resol-
verá mediante sorteo.

Sin embargo, cuando se trate del nombramiento de ministros de Corte su-
plentes, la designación podrá hacerse por la Corte Suprema y, en el caso de los
jueces, por la Corte de Apelaciones respectiva. Estas designaciones no podrán
durar más de sesenta días y no serán prorrogables. En caso de que los tribu-
nales superiores mencionados no hagan uso de esta facultad o de que haya
vencido el plazo de la suplencia, se procederá a proveer las vacantes en la for-
ma ordinaria señalada precedentemente.

Artículo 79. Los jueces son personalmente responsables por los delitos
de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan
el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en general,
de toda prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones.

Tratándose de los miembros de la Corte Suprema, la ley determinará los ca-
sos y el modo de hacer efectiva esta responsabilidad.

Artículo 80. Los jueces permanecerán en sus cargos durante su buen com-
portamiento; pero los inferiores desempeñarán su respectiva judicatura por el
tiempo que determinen las leyes.

No obstante lo anterior, los jueces cesarán en sus funciones al cumplir 75
años de edad; o por renuncia o incapacidad legal sobreviniente o en caso de ser
depuestos de sus destinos, por causa legalmente sentenciada. La norma rela-
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tiva a la edad no regirá respecto al Presidente de la Corte Suprema, quien
continuará en su cargo hasta el término de su período.

En todo caso, la Corte Suprema por requerimiento del Presidente de la
República, a solicitud de parte interesada, o de oficio, podrá declarar que los
jueces no han tenido buen comportamiento y, previo informe del inculpado y
de la Corte de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remoción por la
mayoría del total de sus componentes. Estos acuerdos se comunicarán al Pre-
sidente de la República para su cumplimiento.

La Corte Suprema, en pleno especialmente convocado al efecto y por la
mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, podrá autorizar u ordenar,
fundadamente, el traslado de los jueces y demás funcionarios y empleados del
Poder Judicial a otro cargo de igual categoría.

Artículo 81. Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los fis-
cales judiciales y los jueces letrados que integran el Poder Judicial, no podrán
ser aprehendidos sin orden del tribunal competente, salvo el caso de crimen o
simple delito flagrante y sólo para ponerlos inmediatamente a disposición del
tribunal que debe conocer del asunto en conformidad a la ley.

Artículo 82. La Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, correc-
cional y económica de todos los tribunales de la nación. Se exceptúan de esta
norma el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tri-
bunales electorales regionales.

Los tribunales superiores de justicia, en uso de sus facultades disciplinarias,
sólo podrán invalidar resoluciones jurisdiccionales en los casos y forma que es-
tablezca la ley orgánica constitucional respectiva.

CAPITULO VII

MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 83. Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Mi-
nisterio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos
constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que
acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pú-
blica en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la
adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso al-
guno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.

El ofendido por el delito y las demás personas que determine la ley podrán
ejercer igualmente la acción penal.

El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden
y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actuaciones que priven
al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que esta Constitución ase-
gura, o lo restrinjan o perturben, requerirán de aprobación judicial previa. La
autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite dichas órdenes y no podrá
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calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la ex-
hibición de la autorización judicial previa, en su caso.

El ejercicio de la acción penal pública, y la dirección de las investigaciones
de los hechos que configuren el delito, de los que determinen la participación
punible y de los que acrediten la inocencia del imputado en las causas que sean
de conocimiento de los tribunales militares, como asimismo la adopción de me-
didas para proteger a las víctimas y a los testigos de tales hechos correspon-
derán, en conformidad con las normas del Código de Justicia Militar y a las le-
yes respectivas, a los órganos y a las personas que ese Código y esas leyes
determinen.

Artículo 84. Una ley orgánica constitucional determinará la organización y
atribuciones del Ministerio Público, señalará las calidades y requisitos que de-
berán tener y cumplir los fiscales para su nombramiento y las causales de re-
moción de los fiscales adjuntos, en lo no contemplado en la

Constitución. Las personas que sean designadas fiscales no podrán tener
impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez. Los
fiscales regionales y adjuntos cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.

La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y au-
tonomía y la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la in-
vestigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que tengan
a su cargo.

Artículo 85. El Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la Re-
pública, a propuesta en quina de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado
adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especial-
mente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presi-
dente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina propo-
niendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el
procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.

El Fiscal Nacional deberá tener a lo menos diez años de título de abogado,
haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias
para ser ciudadano con derecho a sufragio; durará ocho años en el ejercicio de
sus funciones y no podrá ser designado para el período siguiente.

Será aplicable al Fiscal Nacional lo dispuesto en el inciso segundo del artí-
culo 80 en lo relativo al tope de edad.

Artículo 86. Existirá un Fiscal Regional en cada una de las regiones en
que se divida administrativamente el país, a menos que la población o la ex-
tensión geográfica de la región hagan necesario nombrar más de uno.

Los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propues-
ta en terna de la Corte de Apelaciones de la respectiva región. En caso que en la
región exista más de una Corte de Apelaciones, la terna será formada por un
pleno conjunto de todas ellas, especialmente convocado al efecto por el Presi-
dente de la Corte de más antigua creación.
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Los fiscales regionales deberán tener a lo menos cinco años de título de
abogado, haber cumplido 30 años de edad y poseer las demás calidades ne-
cesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durarán ocho años en el
ejercicio de sus funciones y no podrán ser designados como fiscales regionales
por el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en
otro cargo del Ministerio Público.

Artículo 87. La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, lla-
marán a concurso público de antecedentes para la integración de las quinas y
ternas, las que serán acordadas por la mayoría absoluta de sus miembros en
ejercicio, en pleno especialmente convocado al efecto. No podrán integrar las
quinas y ternas los miembros activos o pensionados del Poder Judicial.

Las quinas y ternas se formarán en una misma y única votación en la cual
cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por tres o dos personas, res-
pectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres pri-
meras mayorías, según corresponda. De producirse un empate, éste se resol-
verá mediante sorteo.

Artículo 88. Existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal
Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la que deberá for-
marse previo concurso público, en conformidad a la ley orgánica constitucional.
Deberán tener el título de abogado y poseer las demás calidades necesarias
para ser ciudadano con derecho a sufragio.

Artículo 89. El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo podrán ser re-
movidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República,
de la Cámara de Diputados, o de diez de sus miembros, por incapacidad, mal
comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La
Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para
acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus
miembros en ejercicio.

La remoción de los fiscales regionales también podrá ser solicitada por el
Fiscal Nacional.

Artículo 90. Se aplicará al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los
fiscales adjuntos lo establecido en el artículo 81.

Artículo 91. El Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva, correc-
cional y económica del Ministerio Público, en conformidad a la ley orgánica
constitucional respectiva.

CAPITULO VIII

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo 92. Habrá un Tribunal Constitucional integrado por diez miembros,
designados de la siguiente forma:
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a) Tres designados por el Presidente de la República.

b) Cuatro elegidos por el Congreso Nacional. Dos serán nombrados direc-
tamente por el Senado y dos serán previamente propuestos por la Cámara de
Diputados para su aprobación o rechazo por el Senado. Los nombramientos, o
la propuesta en su caso, se efectuarán en votaciones únicas y requerirán para
su aprobación del voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputa-
dos en ejercicio, según corresponda.

c) Tres elegidos por la Corte Suprema en una votación secreta que se ce-
lebrará en sesión especialmente convocada para tal efecto.

Los miembros del Tribunal durarán nueve años en sus cargos y se renova-
rán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título
de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o
pública, no podrán tener impedimento alguno que los inhabilite para desem-
peñar el cargo de juez, estarán sometidos a las normas de los artículos 58, 59 y
81 y no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni
cualquier acto de los establecidos en el inciso segundo y tercero del artículo 60.

Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán
ser reelegidos, salvo aquél que lo haya sido como reemplazante y haya ejerci-
do el cargo por un período menor a cinco años. Cesarán en sus funciones al
cumplir 75 años de edad.

En caso que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se
procederá a su reemplazo por quien corresponda, de acuerdo con el inciso pri-
mero de este artículo y por el tiempo que falte para completar el período del
reemplazado.

El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el
quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros y en el segundo de,
a lo menos, cuatro. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría,
salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a de-
recho. El Tribunal en pleno resolverá en definitiva las atribuciones indicadas en
los números 1.o, 3.o, 4.o, 5.o, 6.o, 7.o, 8.o, 9.o y 11.o del artículo siguiente. Para el
ejercicio de sus restantes atribuciones, podrá funcionar en pleno o en sala de
acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional respectiva.

Una ley orgánica constitucional determinará su organización, funciona-
miento, procedimientos y fijará la planta, régimen de remuneraciones y esta-
tuto de su personal.

Artículo 93. Son atribuciones del Tribunal Constitucional:

1.o Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten al-
gún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de
las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últi-
mas, antes de su promulgación;

2.o Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los auto acor-
dados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal
Calificador de Elecciones;
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3.o Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten du-
rante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de
los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;

4.o Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de
un decreto con fuerza de ley;

5.o Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con re-
lación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que co-
rrespondan al Tribunal Calificador de Elecciones;

6.o Resolver, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la inaplicabilidad
de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un
tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;

7.o Resolver por la mayoría de los cuatro quintos de sus integrantes en ejer-
cicio, la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en
conformidad a lo dispuesto en el numeral anterior;

8.o Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no
promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que
constitucionalmente corresponda;

9.o Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del
Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya re-
presentado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presi-
dente en conformidad al artículo 99;

10.o Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movi-
mientos o partidos políticos, como asimismo la responsabilidad de las perso-
nas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la decla-
ración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos
sexto, séptimo y octavo del N.o 15.o del artículo 19 de esta Constitución. Sin
embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presi-
dente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado
adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;

11.o Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53 número
7) de esta Constitución;

12.o Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las au-
toridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no co-
rrespondan al Senado;

13.o Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten
a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho
cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;

14.o Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de
cesación en el cargo de los parlamentarios;

15.o Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos
del inciso final del artículo 60 y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y
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16.o Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cual-
quiera sea el vicio invocado, incluyendo aquéllos que fueren dictados en el ejer-
cicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República
cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por man-
dato del artículo 63.

En el caso del número 1.o, la Cámara de origen enviará al Tribunal Consti-
tucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días siguientes a aquél en
que quede totalmente tramitado por el Congreso.

En el caso del número 2.o, el Tribunal podrá conocer de la materia a reque-
rimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de diez
de sus miembros. Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea
parte en juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o des-
de la primera actuación del procedimiento penal, cuando sea afectada en el
ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en el respectivo au-
toacordado

En el caso del número 3.o, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a re-
querimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de
una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, siempre que sea formulado an-
tes de la promulgación de la ley o de la remisión de la comunicación que in-
forma la aprobación del tratado por el Congreso Nacional y, en caso alguno,
después de quinto día del despacho del proyecto o de la señalada comunica-
ción.

El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días contado desde que
reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta por otros diez
días por motivos graves y calificados.

El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto; pero la parte
impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expiración del plazo re-
ferido, salvo que se trate del proyecto de Ley de Presupuestos o del proyecto
relativo a la declaración de guerra propuesta por el Presidente de la República.

En el caso del número 4.o, la cuestión podrá ser planteada por el Presiden-
te de la República dentro del plazo de diez días cuando la Contraloría rechace
por inconstitucional un decreto con fuerza de ley. También podrá ser promo-
vida por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en
ejercicio en caso de que la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con
fuerza de ley que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento deberá
efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la publicación del
respectivo decreto con fuerza de ley.

En el caso del número 5.o, la cuestión podrá promoverse a requerimiento
del Senado o de la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados desde
la fecha de publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.

El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la consulta
plebiscitaria, cuando ésta fuera procedente.
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Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaran menos de treinta días para la
realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una nueva fecha comprendi-
da entre los treinta y los sesenta días siguientes al fallo.

En el caso del número 6.o, la cuestión podrá ser planteada por cualquiera
de las partes o por el juez que conoce del asunto. Corresponderá a cualquiera
de las salas del Tribunal declarar, sin ulterior recurso, la admisibilidad de la
cuestión siempre que verifique la existencia de una gestión pendiente ante el
tribunal ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impugnado
pueda resultar decisivo en la resolución de un asunto, que la impugnación esté
fundada razonablemente y se cumplan los demás requisitos que establezca la
ley. A esta misma sala le corresponderá resolver la suspensión del procedi-
miento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucio-
nalidad.

En el caso del número 7.o, una vez resuelta en sentencia previa la declara-
ción de inaplicabilidad de un precepto legal, conforme al número 6.o de este ar-
tículo, habrá acción pública para requerir al Tribunal la declaración de incons-
titucionalidad, sin perjuicio de la facultad de éste para declararla de oficio.
Corresponderá a la ley orgánica constitucional respectiva establecer los re-
quisitos de admisibilidad, en el caso de que se ejerza la acción pública, como
asimismo regular el procedimiento que deberá seguirse para actuar de oficio.

En los casos del número 8.o, la cuestión podrá promoverse por cualquiera
de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro de
los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los
sesenta días siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió
efectuar la promulgación de la ley. Si el Tribunal acogiera el reclamo, promul-
gará en su fallo la ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación inco-
rrecta.

En el caso del número 11.o, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a
requerimiento del Senado.

Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de las atribuciones
que se le confieren por los números 10.o y 13.o de este artículo.

Sin embargo, si en el caso del número 10.o la persona afectada fuera el Pre-
sidente de la República o el Presidente electo, el requerimiento deberá formu-
larse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miembros en
ejercicio.

En el caso del número 12.o, el requerimiento deberá ser deducido por cual-
quiera de las autoridades o tribunales en conflicto.

En el caso del número 14.o, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a
requerimiento del Presidente de la República o de no menos de diez parla-
mentarios en ejercicio.

En el caso del número 16.o, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a
requerimiento de cualquiera de las Cámaras efectuado dentro de los treinta
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días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado. En el caso
de vicios que no se refieran a decretos que excedan la potestad reglamentaria
autónoma del Presidente de la República también podrá una cuarta parte de
los miembros en ejercicio deducir dicho requerimiento.

El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos cuando
conozca de las atribuciones indicadas en los números 10.o, 11.o y 13.o, como,
asimismo, cuando conozca de las causales de cesación en el cargo de parla-
mentario.

En los casos de los numerales 10.o, 13.o y en el caso del numeral 2.o cuando
sea requerido por una parte, corresponderá a una sala del Tribunal pronun-
ciarse sin ulterior recurso, de su admisibilidad.

Artículo 94. Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no proce-
derá recurso alguno, sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a
la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido.

Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán
convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate.

En el caso del N.o 16 del artículo 93, el decreto supremo impugnado que-
dará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de la sentencia del Tribunal
que acoja el reclamo. No obstante, el precepto declarado inconstitucional en
conformidad a lo dispuesto en los numerales 2, 4 ó 7 del artículo 93, se enten-
derá derogado desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia que aco-
ja el reclamo, la que no producirá efecto retroactivo.

Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de todo o parte de
una ley, de un decreto con fuerza de ley, de un decreto supremo o autoacor-
dado, en su caso, se publicarán en el Diario Oficial dentro de los tres días si-
guientes a su dictación.

CAPITULO IX

JUSTICIA ELECTORAL

Artículo 95. Un tribunal especial, que se denominará Tribunal Calificador de
Elecciones, conocerá el escrutinio general y de la calificación de las elecciones
de Presidente de la República, de diputados y senadores; resolverá las recla-
maciones a que dieren lugar y proclamará a los que resulten elegidos. Dicho
Tribunal conocerá, asimismo, de los plebiscitos, y tendrá las demás atribucio-
nes que determine la ley.

Estará constituido por cinco miembros designados en la siguiente forma:

a) Cuatro ministros de la Corte Suprema, designados por ésta, mediante
sorteo, en la forma y oportunidad que determine la ley orgánica respectiva, y

b) Un ciudadano que hubiere ejercido el cargo de Presidente o Vicepresi-
dente de la Cámara de Diputados o del Senado por un período no inferior a los
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365 días, designado por la Corte Suprema en la forma señalada en la letra a)
precedente,de estre todos aquellos que reúnan las calidades indicadas.

Las designación a que se refieren la letra b) no podrán recaer en personas
que sean parlamentario, candidato a cargos de elección popular, ministro de Es-
tado, ni dirigente de partido político.

Los miembros de este Tribunal durarán cuatro años en sus funciones y les
serán aplicables las disposiciones de los artículos 58 y 59 de esta Constitución.

El Tribunal Calificador procederá como jurado en la apreciación de los he-
chos y sentenciará con arreglo a derecho.

Una ley orgánica constitucional regulará la organización y funcionamiento
del Tribunal Calificador.

Artículo 96. Habrá tribunales electorales regionales encargados de conocer
el escrutinio general y la calificación de las elecciones que la ley les enco-
miende, así como de resolver las reclamaciones a que dieren lugar y de pro-
clamar a los candidatos electos. Sus resoluciones serán apelables para ante el
Tribunal Calificador de Elecciones en la forma que determine la ley. Asimismo,
les corresponderá conocer de la calificación de las elecciones de carácter gre-
mial y de las que tengan lugar en aquellos grupos intermedios que la ley se-
ñale.

Estos tribunales estarán constituidos por un ministro de la Corte de Apela-
ciones respectiva, elegido por ésta, y por dos miembros designados por el
Tribunal Calificador de Elecciones de entre personas que hayan ejercido la
profesión de abogado o desempeñado la función de ministro o abogado inte-
grante de Corte de Apelaciones por un plazo no inferior a tres años.

Los miembros de estos tribunales durarán cuatro años en sus funciones y
tendrán las inhabilidades e incompatibilidades que determine la ley.

Estos tribunales procederán como jurado en la apreciación de los hechos y
sentenciarán con arreglo a derecho.

La ley determinará las demás atribuciones de estos tribunales y regulará su
organización y funcionamiento.

Artículo 97. Anualmente, se destinarán en la Ley de Presupuestos de la Na-
ción los fondos necesarios para la organización y funcionamiento de estos tri-
bunales, cuyas plantas, remuneraciones y estatuto del personal serán esta-
blecidos por ley.

CAPITULO X

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Artículo 98. Un organismo autónomo con el nombre de Contraloría Gene-
ral de la República ejercerá el control de la legalidad de los actos de la Admi-
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nistración, fiscalizará el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las
municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las le-
yes; examinará y juzgará las cuentas de las personas que tengan a su cargo bie-
nes de esas entidades; llevará la contabilidad general de la Nación, y desem-
peñará las demás funciones que le encomiende la ley orgánica constitucional
respectiva.

El Contralor General de la Republica deberá tener a lo menos diez años de
título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás
calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será desig-
nado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por
los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y
no podrá ser designado para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75
años de edad cesará en el cargo.

Artículo 99. En el ejercicio de la función de control de legalidad, el Contra-
lor General tomará razón de los decretos y resoluciones que, en conformidad a
la ley, deben tramitarse por la Contraloría o representará la ilegalidad de que
puedan adolecer, pero deberá darles curso cuando, a pesar de su representa-
ción, el Presidente de la República insista con la firma de todos sus Ministros,
caso en el cual deberá enviar copia de los respectivos decretos a la Cámara de
Diputados. En ningún caso dará curso a los decretos de gastos que excedan el
límite señalado en la Constitución y remitirá copia íntegra de los antecedentes
a la misma Cámara.

Corresponderá, asimismo, al Contralor General de la República tomar razón
de los decretos con fuerza de ley, debiendo representarlos cuando ellos exce-
dan o contravengan la ley delegatoria o sean contrarios a la Constitución.

Si la representación tuviere lugar con respecto a un decreto con fuerza de
ley, a un decreto promulgatorio de una ley o de una reforma constitucional por
apartarse del texto aprobado, o a un decreto o resolución por ser contrario a la
Constitución, el Presidente de la República no tendrá la facultad de insistir, y en
caso de no conformarse con la representación de la Contraloría deberá remitir
los antecedentes al Tribunal Constitucional dentro del plazo de diez días, a fin
de que éste resuelva la controversia.

En lo demás, la organización, el funcionamiento y las atribuciones de la
Contraloría General de la República serán materia de una ley orgánica consti-
tucional.

Artículo 100. Las Tesorerías del Estado no podrán efectuar ningún pago
sino en virtud de un decreto o resolución expedido por autoridad competente,
en que se exprese la ley o la parte del presupuesto que autorice aquel gasto.
Los pagos se efectuarán considerando, además, el orden cronológico estable-
cido en ella y previa refrendación presupuestaria del documento que ordene el
pago.
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CAPITULO XI

FUERZAS ARMADAS, DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA

Artículo 101. Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado
de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejér-
cito, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son
esenciales para la seguridad nacional.

Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Cara-
bineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar
eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior,
en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas. Dependen del
Ministerio encargado de la Seguridad Pública.

Las Fuerzas Armadas y Carabineros, como cuerpos armados, son esen-
cialmente obedientes y no deliberantes. Las fuerzas dependientes de los Mi-
nisterios encargados de la Defensa Nacional y de la Seguridad Pública son,
además, profesionales, jerarquizadas y disciplinadas.

Artículo 102. La incorporación a las plantas y dotaciones de las Fuerzas Ar-
madas y de Carabineros sólo podrá hacerse a través de sus propias Escuelas,
con excepción de los escalafones profesionales y de empleados civiles que de-
termine la ley.

Artículo 103. Ninguna persona, grupo u organización podrá poseer o tener
armas u otros elementos similares que señale una ley aprobada con quórum
calificado, sin autorización otorgada en conformidad a ésta.

El Ministerio encargado de la Defensa Nacional o un organismo de su de-
pendencia ejercerá la supervigilancia y control de las armas en la forma que de-
termine la ley.

Artículo 104. Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la
Fuerza Aérea, y el General Director de Carabineros, serán designados por el
Presidente de la República de entre los cinco oficiales generales de mayor an-
tigüedad, que reúnan las calidades que los respectivos estatutos institucionales
exijan para tales cargos; durarán cuatro años en sus funciones, no podrán ser
nombrados para un nuevo período y gozarán de inamovilidad en su cargo.

El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informando
previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro a los
Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al Ge-
neral Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo pe-
ríodo.

Artículo 105. Los nombramientos, ascensos y retiros de los oficiales de las
Fuerzas Armadas y Carabineros, se efectuarán por decreto supremo, en con-
formidad a la ley orgánica constitucional correspondiente, la que determinará
las normas básicas respectivas, así como, las normas básicas referidas a la ca-
rrera profesional, incorporación a sus plantas, previsión, antigüedad, mando,
sucesión de mando y presupuesto de las Fuerzas Armadas y Carabineros.
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El ingreso, los nombramientos, ascensos y retiros en Investigaciones se
efectuarán en conformidad a su ley orgánica.

CAPITULO XII

CONSEJO DE SEGURIDAD NACIONAL

Artículo 106. Habrá un Consejo de Seguridad Nacional encargado de ase-
sorar al Presidente de la República en las materias vinculadas a la seguridad
nacional y de ejercer las demás funciones que esta Constitución le encomien-
da. Será presidido por el Jefe del Estado y estará integrado por los Presidentes
del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Corte Suprema, por los Co-
mandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, por el General Director de Cara-
bineros y por el Contralor General de la República.

En los casos que el Presidente de la República lo determine, podrán estar
presentes en sus sesiones los ministros encargados del gobierno interior, de la
defensa nacional, de la seguridad pública, de las relaciones exteriores y de la
economía y finanzas del país.

Artículo 107. El Consejo de Seguridad Nacional se reunirá cuando sea
convocado por el Presidente de la República y requerirá como quórum para se-
sionar el de la mayoría absoluta de sus integrantes.

El Consejo no adoptará acuerdos sino para dictar el reglamento a que se re-
fiere el inciso final de la presente disposición. En sus sesiones, cualquiera de
sus integrantes podrá expresar su opinión frente a algún hecho, acto o materia
que diga relación con las bases de la institucionalidad o la seguridad nacional.

Las actas del Consejo serán públicas, a menos que la mayoría de sus
miembros determine lo contrario.

Un reglamento dictado por el propio Consejo establecerá las demás dis-
posiciones concernientes a su organización, funcionamiento y publicidad de
sus debates.

CAPITULO XIII

BANCO CENTRAL

Artículo 108. Existirá un organismo autónomo, con patrimonio propio, de
carácter técnico, denominado Banco Central, cuya composición, organización,
funciones y atribuciones determinará una ley orgánica constitucional.

Artículo 109. El Banco Central sólo podrá efectuar operaciones con insti-
tuciones financieras, sean públicas o privadas. De manera alguna podrá otorgar
a ellas su garantía, ni adquirir documentos emitidos por el Estado, sus orga-
nismos o empresas.

12_F Zuñiga  7/8/78 12:34  Página 463



FRANCISCO ZÚÑIGA URBINA

464 © UNED. Revista de Derecho Político
N.o 66 - 2006

Ningún gasto público o préstamo podrá financiarse con créditos directos o
indirectos del Banco Central.

Con todo, en caso de guerra exterior o de peligro de ella, que calificará el
Consejo de Seguridad Nacional, el Banco Central podrá obtener, otorgar o fi-
nanciar créditos al Estado y entidades públicas o privadas.

El Banco Central no podrá adoptar ningún acuerdo que signifique de una
manera directa o indirecta establecer normas o requisitos diferentes o discri-
minatorios en relación a personas, instituciones o entidades que realicen ope-
raciones de la misma naturaleza.

CAPITULO XIV

GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN INTERIOR DEL ESTADO

Artículo 110. Para el gobierno y administración interior del Estado, el te-
rritorio de la República se divide en regiones y éstas en provincias. Para los
efectos de la administración local, las provincias se dividirán en comunas.

La creación, supresión y denominación de regiones, provincias y comunas;
la modificación de sus límites, así como la fijación de las capitales de las re-
giones y provincias, serán materia de ley orgánica constitucional.

Gobierno y Administración Regional

Artículo 111. El gobierno de cada región reside en un intendente que será
de la exclusiva confianza del Presidente de la República. El intendente ejercerá
sus funciones con arreglo a las leyes y a las órdenes e instrucciones del Presi-
dente, de quien es su representante natural e inmediato en el territorio de su ju-
risdicción.

La administración superior de cada región radicará en un gobierno regional
que tendrá por objeto el desarrollo social, cultural y económico de la región.

El gobierno regional estará constituido por el intendente y el consejo re-
gional. Para el ejercicio de sus funciones, el gobierno regional gozará de per-
sonalidad jurídica de derecho público y tendrá patrimonio propio.

Artículo 112. El intendente presidirá el consejo regional y le corresponderá
la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos creados
por la ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en
la región.

La ley determinará la forma en que el intendente ejercerá estas facultades,
las demás atribuciones que le correspondan y los organismos que colaborarán
en el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 113. El consejo regional será un órgano de carácter normativo, re-
solutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno
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regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional
y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le enco-
miende, la que regulará además su integración y organización.

Corresponderá desde luego al consejo regional aprobar los planes de de-
sarrollo de la región y el proyecto de presupuesto del gobierno regional, ajus-
tados a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación. Asi-
mismo, resolverá la inversión de los recursos consultados para la región en el
fondo nacional de desarrollo regional, sobre la base de la propuesta que for-
mule el intendente.

Artículo 114. La ley deberá determinar las formas en que se descentraliza-
rá la administración del Estado, así como la transferencia de competencias a los
gobiernos regionales.

Sin perjuicio de lo anterior, también establecerá, con las excepciones que
procedan, la desconcentración regional de los ministerios y de los servicios pú-
blicos. Asimismo, regulará los procedimientos que aseguren la debida coordi-
nación entre los órganos de la administración del Estado para facilitar el ejer-
cicio de las facultades de las autoridades regionales.

Artículo 115. Para el gobierno y administración interior del Estado a que se
refiere el presente capítulo se observará como principio básico la búsqueda de
un desarrollo territorial armónico y equitativo. Las leyes que se dicten al efecto
deberán velar por el cumplimiento y aplicación de dicho principio, incorporan-
do asimismo criterios de solidaridad entre las regiones, como al interior de
ellas, en lo referente a la distribución de los recursos públicos.

Sin perjuicio de los recursos que para su funcionamiento se asignen a los
gobiernos regionales en la Ley de Presupuestos de la Nación y de aquellos que
provengan de lo dispuesto en el No. 20 del artículo 19, dicha ley contemplará
una proporción del total de los gastos de inversión pública que determine,
con la denominación de fondo nacional de desarrollo regional.

La Ley de Presupuestos de la Nación contemplará, asimismo, gastos co-
rrespondientes a inversiones sectoriales de asignación regional cuya distribu-
ción entre regiones responderá a criterios de equidad y eficiencia, tomando en
consideración los programas nacionales de inversión correspondientes. La
asignación de tales gastos al interior de cada región corresponderá al gobierno
regional.

A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios, podrán
celebrarse convenios anuales o plurianuales de programación de inversión
pública en la respectiva región o en el conjunto de regiones que convengan en
asociarse con tal propósito.

La ley podrá autorizar a los gobiernos regionales y a las empresas públicas
para asociarse con personas naturales o jurídicas a fin de propiciar actividades
e iniciativas sin fines de lucro que contribuyan al desarrollo regional. Las enti-
dades que al efecto se constituyan se regularán por las normas comunes apli-
cables a los particulares.
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Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de lo estable-
cido en el número 21.o del artículo 19.

Gobierno y Administración Provincial

Artículo 116. En cada provincia existirá una gobernación que será un ór-
gano territorialmente desconcentrado del intendente. Estará a cargo de un go-
bernador, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la
República.

Corresponde al gobernador ejercer, de acuerdo a las instrucciones del in-
tendente, la supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia.
La ley determinará las atribuciones que podrá delegarle el intendente y las
demás que le corresponden.

En cada provincia existirá un consejo económico y social provincial de ca-
rácter consultivo. La ley orgánica constitucional respectiva determinará su
composición, forma de designación de sus integrantes, atribuciones y funcio-
namiento.

Artículo 117. Los gobernadores, en los casos y forma que determine la ley,
podrán designar delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más lo-
calidades.

Administración Comunal

Artículo 118. La administración local de cada comuna o agrupación de co-
munas que determine la ley reside en una municipalidad, la que estará consti-
tuida por el alcalde, que es su máxima autoridad, y por el concejo.

La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las modalidades y
formas que deberá asumir la participación de la comunidad local en las activi-
dades municipales.

Los alcaldes, en los casos y formas que determine la ley orgánica constitu-
cional respectiva, podrán designar delegados para el ejercicio de sus facultades
en una o más localidades.

Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho público,
con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las
necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso
económico, social y cultural de la comuna.

Una ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones de
las municipalidades. Dicha ley señalará, además, las materias de competencia
municipal que el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de los 2/3
de los concejales en ejercicio, o de la proporción de ciudadanos que establezca
la ley, someterá a consulta no vinculante o a plebiscito, así como las oportuni-
dades, forma de la convocatoria y efectos.
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Las municipalidades podrán asociarse entre ellas para el cumplimiento de
sus fines propios. Asimismo, podrán constituir o integrar corporaciones o fun-
daciones de derecho privado sin fines de lucro cuyo objeto sea la promoción y
difusión del arte, la cultura y el deporte. La participación municipal en ellas se
regirá por la ley orgánica constitucional respectiva.

Las municipalidades podrán establecer en el ámbito de las comunas o
agrupación de comunas, de conformidad con la ley orgánica constitucional
respectiva, territorios denominados unidades vecinales, con el objeto de pro-
pender a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de la parti-
cipación ciudadana.

Los servicios públicos deberán coordinarse con el municipio cuando desa-
rrollen su labor en el territorio comunal respectivo, en conformidad con la ley.

La ley determinará la forma y el modo en que los ministerios, servicios pú-
blicos y gobiernos regionales podrán transferir competencias a las municipali-
dades, como asimismo el carácter provisorio o definitivo de la transferencia.

Artículo 119. En cada municipalidad habrá un concejo integrado por con-
cejales elegidos por sufragio universal en conformidad a la ley orgánica cons-
titucional de municipalidades. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán
ser reelegidos. La misma ley determinará el número de concejales y la forma de
elegir al alcalde.

El concejo será un órgano encargado de hacer efectiva la participación de la
comunidad local, ejercerá funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras y
otras atribuciones que se le encomienden, en la forma que determine la ley or-
gánica constitucional respectiva.

La ley orgánica de municipalidades determinará las normas sobre organi-
zación y funcionamiento del concejo y las materias en que la consulta del al-
calde al concejo será obligatoria y aquellas en que necesariamente se requeri-
rá el acuerdo de éste. En todo caso, será necesario dicho acuerdo para la
aprobación del plan comunal de desarrollo, del presupuesto municipal y de los
proyectos de inversión respectivos.

Artículo 120. La ley orgánica constitucional respectiva regulará la admi-
nistración transitoria de las comunas que se creen, el procedimiento de insta-
lación de las nuevas municipalidades, de traspaso del personal municipal y de
los servicios y los resguardos necesarios para cautelar el uso y disposición de
los bienes que se encuentren situados en los territorios de las nuevas comunas.

Asimismo, la ley orgánica constitucional de municipalidades establecerá los
procedimientos que deberán observarse en caso de supresión o fusión de una
o más comunas.

Artículo 121. Las municipalidades, para el cumplimiento de sus funcio-
nes, podrán crear o suprimir empleos y fijar remuneraciones, como también es-
tablecer los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional respectiva
permita.
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Estas facultades se ejercerán dentro de los límites y requisitos que, a ini-
ciativa exclusiva del Presidente de la República, determine la ley orgánica
constitucional de municipalidades.

Artículo 122. Las municipalidades gozarán de autonomía para la adminis-
tración de sus finanzas. La Ley de Presupuestos de la Nación podrá asignarles
recursos para atender sus gastos, sin perjuicio de los ingresos que directa-
mente se les confieran por la ley o se les otorguen por los gobiernos regionales
respectivos. Una ley orgánica constitucional contemplará un mecanismo de re-
distribución solidaria de los ingresos propios entre las municipalidades del
país con la denominación de fondo común municipal. Las normas de distribu-
ción de este fondo serán materia de ley.

Disposiciones Generales

Artículo 123. La ley establecerá fórmulas de coordinación para la adminis-
tración de todos o algunos de los municipios, con respecto a los problemas que
les sean comunes, así como entre los municipios y los demás servicios públicos.

Artículo 124. Para ser designado intendente o gobernador y para ser ele-
gido miembro del consejo regional o concejal, se requerirá ser ciudadano con
derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley señale y
residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su desig-
nación o elección.

Los cargos de intendente, gobernador, miembro del consejo regional y
concejal serán incompatibles entre sí.

Ningún tribunal procederá criminalmente contra un intendente o goberna-
dor sin que la Corte de Apelaciones respectiva haya declarado que ha lugar la
formación de causa.

Artículo 125. Las leyes orgánicas constitucionales respectivas establecerán
las causales de cesación en los cargos de alcaldes, de miembro del consejo re-
gional y de concejal.

Artículo 126. La ley determinará la forma de resolver las cuestiones de
competencia que pudieren suscitarse entre las autoridades nacionales, regio-
nales, provinciales y comunales.

Asimismo, establecerá el modo de dirimir las discrepancias que se pro-
duzcan entre el intendente y el consejo regional, así como entre el alcalde y el
concejo.

CAPITULO XV

REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

Artículo 127. Los proyectos de reforma de la Constitución podrán ser ini-
ciados por mensaje del Presidente de la República o por moción de cualquiera
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de los miembros del Congreso Nacional, con las limitaciones señaladas en el
inciso primero del artículo 65.

El proyecto de reforma necesitará para ser aprobado en cada Cámara el
voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejer-
cicio. Si la reforma recayere sobre los capítulos I, III, VII, XI, XII o XV, necesitará,
en cada cámara, la aprobación de las dos terceras partes de los diputados y se-
nadores en ejercicio.

En lo no previsto en este capítulo, serán aplicables a la tramitación de los
proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley,
debiendo respetarse siempre los quórum señalados en el inciso anterior.

Artículo 128. El proyecto que aprueben ambas Cámaras pasará al Presi-
dente de la República. Si el Presidente de la República rechazare totalmente un
proyecto de reforma aprobado por el Congreso y éste insistiere en su totalidad
por las dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, el Pre-
sidente deberá promulgar dicho proyecto, a menos que consulte a la ciudada-
nía mediante plebiscito.

Si el Presidente observare parcialmente un proyecto de reforma aprobado
por ambas Cámaras, las observaciones se entenderán aprobadas con el voto
conforme de las tres quintas o dos terceras partes de los miembros en ejercicio
de cada Cámara, según corresponda de acuerdo con el artículo anterior y se de-
volverá al Presidente para su promulgación.

Si el Presidente de la República rechazare totalmente un proyecto de re-
forma aprobado por ambas Cámaras y éste insistiere en su totalidad por las dos
terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, el Presidente de-
berá promulgar dicho proyecto, a menos que consulte a la ciudadanía me-
diante plebiscito.

Si el Presidente observare parcialmente un proyecto de reforma aprobado
por ambas Cámaras, las observaciones se entenderán aprobadas con el voto
conforme de las tres quintas o dos terceras partes de los miembros en ejercicio
de cada Cámara, según corresponda de acuerdo con el artículo anterior y se de-
volverá al Presidente para su promulgación.

En caso de que las Cámaras no aprueben todas o algunas de las observa-
ciones del Presidente, no habrá reforma constitucional sobre los puntos en
discrepancia, a menos que ambas Cámaras insistieren por los dos tercios de
sus miembros en ejercicio en la parte del proyecto aprobado por ellas. En este
último caso, se devolverá al Presidente la parte del proyecto que haya sido ob-
jeto de insistencia para su promulgación, salvo que éste consulte a la ciudada-
nía para que se pronuncie mediante un plebiscito, respecto de las cuestiones en
desacuerdo.

La ley orgánica constitucional relativa al Congreso regulará en lo demás lo
concerniente a los vetos de los proyectos de reforma y a su tramitación en el
Congreso.
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Artículo 129. La convocatoria a plebiscito deberá efectuarse dentro de los
treinta días siguientes a aquel en que ambas Cámaras insistan en el proyecto
aprobado por ellas, y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha
de la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni
después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto. Transcu-
rrido este plazo sin que el Presidente convoque a plebiscito, se promulgará el
proyecto que hubiere aprobado el Congreso.

El decreto de convocatoria contendrá, según corresponda, el proyecto
aprobado por el Congreso Pleno y vetado totalmente por el Presidente de la Re-
pública, o las cuestiones del proyecto en las cuales el Congreso haya insistido.
En este último caso, cada una de las cuestiones en desacuerdo deberá ser vo-
tada separadamente en el plebiscito.

El Tribunal Calificador comunicará al Presidente de la República el resulta-
do del plebiscito, y especificará el texto del proyecto aprobado por la ciudada-
nía, el que deberá ser promulgado como reforma constitucional dentro de los
cinco días siguientes a dicha comunicación.

Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigencia, sus dis-
posiciones formarán parte de la Constitución y se tendrán por incorporadas a
ésta.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Mientras se dictan las disposiciones que dan cumplimiento a lo
prescrito en el inciso tercero del número 1.o del artículo 19 de esta Constitución,
continuarán rigiendo los preceptos legales actualmente en vigor.

Segunda. Mientras se dicta el nuevo Código de Minería, que deberá regular,
entre otras materias, la forma, condiciones y efectos de las concesiones mine-
ras a que se refieren los incisos séptimo al décimo del número 24.o del artículo
19 de esta Constitución Política, los titulares de derechos mineros seguirán
regidos por la legislación que estuviere en vigor al momento en que entre en vi-
gencia esta Constitución, en calidad de concesionarios.

Los derechos mineros a que se refiere el inciso anterior subsistirán bajo el
imperio del nuevo Código, pero en cuanto a sus goces y cargas y en lo tocante
a su extinción, prevalecerán las disposiciones de dicho nuevo Código de Mi-
nería. Este nuevo Código deberá otorgar plazo a los concesionarios para cum-
plir los nuevos requisitos que se establezcan para merecer amparo legal.

En el lapso que medie entre el momento en que se ponga en vigencia esta
Constitución y aquél en que entre en vigor el nuevo Código de Minería, la
constitución de derechos mineros con el carácter de concesión señalado en los
incisos séptimo al décimo del número 24.o del artículo 19 de esta Constitución,
continuará regida por la legislación actual, al igual que las concesiones mismas
que se otorguen.
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Tercera. La gran minería del cobre y las empresas consideradas como tal,
nacionalizadas en virtud de lo prescrito en la disposición 17.o transitoria de la
Constitución Política de 1925, continuará rigiéndose por las normas constitu-
cionales vigentes a la fecha de promulgación de esta Constitución.

Cuarta. Se entenderá que las leyes actualmente en vigor sobre materias
que conforme a esta Constitución deben ser objeto de leyes orgánicas consti-
tucionales o aprobadas con quórum calificado, cumplen estos requisitos y se-
guirán aplicándose en lo que no sean contrarias a la Constitución, mientras no
se dicten los correspondientes cuerpos legales.

Quinta. No obstante lo dispuesto en el número 6.o del artículo 32, manten-
drán su vigencia los preceptos legales que a la fecha de promulgación de esta
Constitución hubieren reglado materias no comprendidas en el artículo 63,
mientras ellas no sean expresamente derogadas por ley.

Sexta. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del número 20.o del
artículo 19, mantendrán su vigencia las disposiciones legales que hayan esta-
blecido tributos de afectación a un destino determinado, mientras no sean ex-
presamente derogadas.

Séptima. El indulto particular será siempre procedente respecto de los de-
litos a que se refiere el artículo 9.o cometidos antes del 11 de Marzo de 1990.
Una copia del Decreto respectivo se remitirá, en carácter reservado, al Senado.

Octava. Las normas del capítulo VII «Ministerio Público», regirán al mo-
mento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional del Ministerio Públi-
co. Esta ley podrá establecer fechas diferentes para la entrada en vigor de sus
disposiciones, como también determinar su aplicación gradual en las diversas
materias y regiones del país.

El capítulo VII «Ministerio Público», la ley orgánica constitucional del Mi-
nisterio Público y las leyes que, complementando dichas normas, modifiquen el
Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Penal, se aplica-
rán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en
vigencia de tales disposiciones.

Novena. No obstante lo dispuesto en el artículo 87, en la quina y en cada
una de las ternas que se formen para proveer por primera vez los cargos de Fis-
cal Nacional y de Fiscales Regionales, la Corte Suprema y las Cortes de Apela-
ciones podrán incluir, respectivamente, a un miembro activo del Poder Judicial.

Décima. Las atribuciones otorgadas a las municipalidades en el artículo
121, relativas a la modificación de la estructura orgánica, de personal y de re-
muneraciones, serán aplicables cuando se regulen en la ley respectiva las mo-
dalidades, requisitos y limitaciones para el ejercicio de estas nuevas compe-
tencias.

Decimoprimera. En el año siguiente a la fecha de publicación de la pre-
sente ley de reforma constitucional no podrán figurar en las nóminas para in-
tegrar la Corte Suprema quienes hayan desempeñado los cargos de Presiden-
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te de la República, diputado, senador, Ministro de Estado, intendente, gober-
nador o alcalde.

Decimosegunda. El mandato del Presidente de la República en ejercicio
será de seis años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.

Decimotercera. El Senado estará integrado únicamente por senadores
electos en conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política de la Re-
pública y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escru-
tinios actualmente vigentes.

Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y
Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripcio-
nes existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de
las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.

Los senadores en actual ejercicio incorporados o designados en conformi-
dad a las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 49 que se derogan, continuarán
desempeñando sus funciones hasta el 10 de marzo de 2006.

Decimocuarta. El reemplazo de los actuales Ministros y el nombramiento
de los nuevos integrantes del Tribunal Constitucional, se efectuará conforme a
las reglas siguientes:

Los actuales Ministros nombrados por el Presidente de la República, el Se-
nado, la Corte Suprema y el Consejo de Seguridad Nacional se mantendrán en
funciones hasta el término del período por el cual fueron nombrados o hasta
que cesen en sus cargos.

El reemplazo de los Ministros designados por el Consejo de Seguridad
Nacional corresponderá al Presidente de la República.

El Senado nombrará tres Ministros del Tribunal Constitucional, dos direc-
tamente y el tercero previa propuesta de la Cámara de Diputados. Éste último
durará en el cargo hasta el mismo día en que cese el actualmente nombrado
por el Senado o quién lo reemplace en conformidad al inciso sexto de este ar-
tículo, y podrá ser reelegido.

Los actuales Ministros de la Corte Suprema que lo sean a su vez del Tribu-
nal Constitucional, quedarán suspendidos temporalmente en el ejercicio de sus
cargos en dicha Corte, seis meses después que se publique la presente reforma
constitucional y sin afectar sus derechos funcionarios. Reasumirán esos cargos
al término del período por el cual fueron nombrados en el Tribunal Constitu-
cional o cuando cesen en este último por cualquier motivo.

La Corte Suprema nominará, en conformidad a la letra c) del artículo 92, los
abogados indicados en la medida que se vayan generando las vacantes co-
rrespondientes. No obstante, el primero de ellos será nombrado por tres años,
el segundo por seis años y el tercero por nueve años. El que haya sido nom-
brado por tres años podrá ser reelegido.

Si alguno de los actuales Ministros no contemplados en el inciso anterior
cesare en su cargo, se reemplazará por la autoridad indicada en las letras a) y
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b) del artículo 92, según corresponda, y su período durará por lo que reste a su
antecesor, pudiendo éstos ser reelegidos.

Los Ministros nombrados en conformidad a esta disposición deberán ser
designados con anterioridad al 11 de diciembre de 2005 y entrarán en funcio-
nes el 1 de enero de 2006.

Decimoquinta. Los tratados internacionales aprobados por el Congreso
Nacional con anterioridad a la entrada en vigor de la presente reforma consti-
tucional, que versen sobre materias que conforme a la Constitución deben ser
aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputa-
dos y senadores en ejercicio, se entenderá que han cumplido con estos requi-
sitos.

Las contiendas de competencia actualmente trabadas ante la Corte Su-
prema y las que lo sean hasta la entrada en vigor de las modificaciones al Ca-
pítulo VIII, continuarán radicadas en dicho órgano hasta su total tramitación.

Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se iniciaren en
la Corte Suprema para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser
contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al
Capítulo VIII, seguirán siendo de conocimiento y resolución de esa Corte hasta
su completo término.

Decimosexta. Las reformas introducidas al Capítulo VIII entran en vigor seis
meses después de la publicación de la presente reforma constitucional con la
excepción de lo regulado en la Disposición Decimocuarta.

Decimoséptima. Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública seguirán siendo
dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional hasta que se
dicte la nueva ley que cree el Ministerio encargado de la Seguridad Pública.

Decimoctava. Las modificaciones dispuestas en el artículo 57, N.o 2, co-
menzarán a regir después de la próxima elección general de parlamentarios.

Decimonovena. No obstante, la modificación al artículo 16, N.o 2, de esta
Constitución, también se suspenderá el derecho de sufragio de las personas
procesadas por hechos anteriores al 16 de junio de 2005, por delitos que me-
rezcan pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.

Vigésima. En tanto no se creen los tribunales especiales a que alude el pá-
rrafo cuarto del número 16 del artículo 19, las reclamaciones motivadas por la
conducta ética de los profesionales que no pertenezcan a colegios profesio-
nales, serán conocidas por los tribunales ordinarios.

ANÓTESE, TÓMESE RAZÓN Y PUBLÍQUESE. RICARDO LAGOS ESCOBAR,
Presidente de la República; FRANCISCO VIDAL SALINAS, Ministro del Interior;
IGNACIO WALKER PRIETO, Ministro de Relaciones Exteriores; JAIME RAVI-
NET DE LA FUENTE, Ministro de Defensa Nacional; NICOLÁS EYZAGUIRRE
GUZMÁN, Ministro de Hacienda; EDUARDO DOCKENDORFF VALLEJOS, Mi-
nistro Secretario General de la Presidencia; OSVALDO PUCCIO HUIDOBRO,
Ministro Secretario General de Gobierno; JORGE RODRÍGUEZ GROSSI, Mi-
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nistro de Economía, Fomento y Reconstrucción y Presidente de la Comisión Na-
cional de Energía; YASNA PROVOSTE CAMPILLAY, Ministra de Planificación y
Cooperación; SERGIO BITAR CHACRA, Ministro de Educación; LUIS BATES HI-
DALGO, Ministro de Justicia; YERKO LJUBETIC GODOY, Ministro del Trabajo y
Previsión Social; JAIME ESTEVEZ VALENCIA, Ministro de Obras Públicas y de
Transportes y Telecomunicaciones; PEDRO GARCÍA ASPILLAGA, Ministro de
Salud; SONIA TSCHORNE BERESTESY, Ministra de Vivienda y Urbanismo y de
Bienes Nacionales; JAIME CAMPOS QUIROGA, Ministro de Agricultura; AL-
FONSO DULANTO RENCORET, Ministro de Minería.

Resumen:

La reforma constitucional de 2005 en la perspectiva de una teoría-
praxis de constitucionalismo democrático y social admite dos mira-
das: una de presente orientada a la remoción de los enclaves autorita-
rios y una de futuro orientada a la construcción de un moderno Estado
social y democrático de Derecho y una moderna República democráti-
ca, la que debe ser fruto de una operación constituyente.

Palabras clave:

reforma constitucional, presente, futuro y formas de Estado.
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